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Licenciado 

Marco Tulio Castillo Lutin 

Jefe de Unidad de Tesis 

Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales 

Presente 

Guatemala, 18 de marzo de 2011 . 

Atentamente me dirijo a usted, para informarle que en cumplimiento de la resolución por 

la que fui nombrado como Asesor del trabajo de tesis del estudiante Erick Leonel 

Sánchez Granados intitulado "ANÁLISIS JURÍDICOS DE TRIBUNALES QUE 

DEBERÍAN CONOCER DE PEQUEÑAS CAUSAS PENALES", he realizado la 

asesoría correspondiente y en mi opinión considero que el trabajo presentado; reúne 

los requisitos y formalidades establecidas por el normativo de la facultad de Ciencias 

Jurídicas y Sociales, por lo que para el efecto hago constar lo siguiente: 

l. El tema investigado por el estudiante es de suma importancia respecto a su 

contenido científico técnico, ya que el mismo no solo reúne los requisitos 

exigidos por la reglamentación correspondiente, sino además presenta una 

temática muy interesante, puesto que plantea la creación de tribunales 

específicos que conozcan de pequeños delitos o delitos de bagatela, y que 

por ende el Estado a través de estos Juzgados, tomen medidas necesarias 

para controlar la significativa entrada de delitos menores al sistema penal. 

Lo cual impide concentrar los esfuerzos en la lucha contra la gran 

criminalidad, descongestionando el sistema penal acusatorio y resolviendo 

en forma rápida las pequeñas causas. 

TELEFONO: 5402-4438 
CORREO ELECTRONICO: lic.ascncio l@hotmail.com 



OSCAR HUMBERTO ASENCIO LEONARDO 
CASA 282 MZ. "H" RES. TERRANOV A Z. 6 VILLA NUEVA 

11. La estructura formal fue desarrollada en una secuencia lógica para un buen 

entendimiento de la misma, así como la utilización de la metodología 

concerniente al método analltico, el cual se utilizó para clasificar y analizar 

por separado toda la legislación y doctrina aplicada, así como el método 

sintético para realizar una adecuada integración de la legislación y doctrina 

analizada. Dentro de las técnicas que utilizó se encuentran la documental, 

bibliografía y jurídica. aportando medios para la recolección, concentración y 

conservación de datos. 

111. La redacción utilizada reúne las condiciones exigidas en cuanto a claridad y 

precisión, brindado un aporte jurídico y dando una propuesta concreta en 

cuanto a los tribunales de pequeñas causas, la cual sustenta el objeto de la 

presente investigación, cumpliendo de esta manera con el objetivo científico 

y técnico de la misma. 

IV. Realizó conclusiones acertadas respecto al tema, con recomendaciones 

oportunas, las cuales considero que deben tomarse en consideración 

V. Utilizó bibliografías de autores reconocidos en el ámbito jurídico, lo que 

permitió una consulta adecuada, reuniendo de esta manera los 

requerimientos que el normativo exige. 

TELEFONO: 5402-4438 
CORREO ELECTR.ONICO: lic.asencio 1 (a>,hotmai l.com 
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VI. E' bachiller atendió las sugerencias y observaciones señaladas, defendiendo 

con fundamento aquellas que consideró necesarias, incluyendo cambios en 

el bosquejo preliminar de temas y en general realízó el trabajo de 

investigación, contribuyendo científicamente a mejorar y comprender lo 

relativo a las a doctrinas de criminalidad menor, incluyendo los principios de 

Insignificancia y bagatela. 

VII.Se hizo acopio de los métodos deductivo e inductivo, utilizando para 

formular leyes a partir de los hechos observados y el inductivo para pasar de 

una cuestión particular a una generalidad, constituyendo la presente 

investigación un debido aporte al derecho penal. 

Por lo anteriormente señalado y con base en el artículo 32 del normativo para la 

elaboración de tesis de licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales y del Examen 

General Público, emito mi DICTAMEN FAVORABLE en vista de que el trabajo de tesis 

desarrollado por el bachiller SANCHEZ GRANADOS. cumple con los requisitos 

establecidos en dicho normativo 

graduación en examen público. 

uesto y discutido como tesis de 

Atentamente 

1 

/ 
Li , Osear Humberto As n/io Leonardo 

,~sis ~~~:j 

lELEFONO: 5402-4438 
CORREO ELECTRONICO: líc.asencio l@hotmail.com 
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E iifido S-7, Ci11llu1t U11ive1·s1tr.rin 
G11ate111ala, C ,◄. 

UNIDAD ASESORÍA DE TESJS DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y 
SOCIALES. Guatemala, veintinue,1e de marzo de dos mil once. 

Atentamente, pase lll (a la) LICENCIADO (A) SAÚL ALFREDO GARCÍA Y 
GARCÍA, para que proceda a revisar el trabajo de tesis del (de la) estudiante ERICK 
LEONEL SÁNCHEZ GRANADOS, Intitulado: "ANÁLISIS JURÍDICOS DE 
TRIBUNALES QUE DEBERÍAN CONOCER DE PEQUEÑAS CAUSAS 
PENALES". 

:Me pemtito hacer de su conoc1m1ento que está facultado (a) p&a realízar las 
modificaciones de forma y fondo que tengan por objeto mejorar la investigación, 
asimismo, del titulo de trabajo de tesis. En el dictamen correspondiente debe hacer 
constar el contenido del Articulo 32 del Normativo para la Elaboración de Tesis de 
Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales y del Examen General Público, el cual 
dice: '·Tanto el asesfir c1)I11l) el reviSl)f de tesis, harán coustar en fos dictámenes c1J1n:sponditmtes, su 
1,pini11n rcspcch, del contenido citmtífiw y técnic,) de la tesis, lu mctodl•h•gía y técnicas de invcstigaciún 
utilizadas. la redaccü'>n., los cuadros estacfü1icos si fueren nccesaifos, la mnbihuci1ln cientifica de la 
misnrn, tas c,mclusi,•nes, las recornendaci,•nes 1· la bibli1)g.rafia utiliL.ada, si aprueban l• dcsapmcban el 

uabaj11 de investigacil'>11 y Mnts c,1n~idernci11nes que estimen pertinentes". 

ce.Unidad de Tesis 
CMC.M/cpt. 
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GARCIA & MEJlA ASOCIADOS 
Lic. Saúl A lfredo García y García 

Abogado Y Notario 
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licenciado: 
Carlos Manuel Castro Monroy 
Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales 
Universidad de San Carlos de Guatemala 

Se.flor Jefe de la Unidad de Asesoría de Tesis: 

,! 

Guatemala, 16 de Mayo de 20ll 

FACULTAD DE CIENCIAS 
JURÍDICAS Y SOCIALES 

~[~,M~~~IJ~ 
UNIDAD O . ORIA DE TÉSIS 

En cumplimiento de la resolución emanada de esa unidad de tesis y del articulo 32 del 

Nonnativo para la Elaboración de Tesis de Llcenciatura en Ciencias Jurldicas y Sociales y del 

Examen General Publico, me permito informarle que he procedido a revisar el trabajo de tesis del 

Bachiller ERICK LEONEL SÁNCHEZ GRANADOS intitulado "ANÁLISIS JURÍDICOS DE 

TRIBUNALES QUE DEBERÍAN CONOCER DE PEQUENAS CAUSAS PENALES", 

reuniéndome periódicamente con el ponente y haciendo las sugerencias que demanda la revisión 

correspondiente. 

El presente trabajo de investigación contribuye cíencífica y técnicamente a orientar al 

Estado de Guatemala a través del Organismo J udícial. en cuanto a fortalecer el sistema de 

Justicia, sugiriendo la Creación de tribunales que conozcan de pequeñas causas penales; es decir 

delitos menores o de bagatela, segün lo expuesto por el ponente. Ya que acrualmente nuestro 

sistema jurídico penal se encuentra muy congestionado por la gran cantídad de delitos menores 

que hoy día conocen y se resuelven en los órganos jurisdiccionales competentes. Dando esto 

como resultado que no se resuelvan con una justicia pronta y cumplida como exige nuesoa 
·,· .. . .. 

sociedad, los delitos de trascendencia legal y que no se le haga frente a la criminalidad mayor, que 

actualmente es el mayor problema que nos aqueja. 

4" av. 3-72 zona 1, Barberena, Santa Rosa. 
Cel. 55047368-Tels. 78870601-78445257 
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GARCIA & MEl!A ASOCIADOS 
Lic. Saúl Alfredo García y García 

Abogado Y Notario 

La presente investigación se realizó utilizando el método científico para recabar la 

información requerida y la bíbliografla utilizada es la adecuada para la realización de la núsma, 

con lo cual se sistematizó la información recabada y en cuanto a la metodología utilizada por el 

Bachiller Sánchez Granados, se hizo acopio de los métodos Deductivo e Inductivo, utilizando el 

método deductivo para formular las propuestas debidas a partir de los hechos observados y que 

suceden en nuestra realidad nacional en los tribunales de justicia, y el método inductivo para 

pasar de una cuestión particular a una generalidad. constituyendo la presente investigación un 

debido aporte a nuestro sistema procesal acusatorio. 

En cuanto a las conclusiones y recomendaciones resultan ser muy acertadas, pero es preciso 

hacer énfasis en una de ellas, quizá la más emblemática de todo el trabajo de investigación, en 

cuanto a que es necesario que el Estado de Guatemala, a través del Congreso de la república, 

proceda a regular una normativa procesal penal, creando tribunales que conozcan de pequeñas 

causas penales, para descongestionar el sistema de justicia penal en nuestro país. Ya que 

actualmente no existen estos nibunales en nuestro ordenamiento jurídico. Aunado a que el 

Bachiller Sánchez Granados conoce perfectamente sobre el problema expuesto en el presente 

trabajo investigado. ya que su experiencia como Juez de Paz Penal, por mas de 12 años en el 

Organismo Judicial, y a cargo de distintos órganos jurísdíccionales en muchos municipios del 

país, contribuyen a un conocimiento real de lo que acontece día a día en los tribunales de justicia. 

En virtud de llenar satisfactoriamente los requisitos que la materia exige, considero 

pertinente emitir DICTAMEN FAVORABLE para que continúe su tranútación acadérrúca 

correspondiente, para su posterior evaluación, previo a o ar al grado académico de Licenciado 

en Ciencias Jurídicas y Sociales. 

Atentamente, 

4ª av. 3-72 zona 1, Barberena, Santa Rosa. 
Cel. 55047368-Tels. 78870601-78445257 
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FACULTAD DE CIENCIAS 
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Edificio S-7, Ciudad Univer.5ilaria 
Guutemalu, Guatemala 

DECANATO DE LA F/\CUL TAD DE CIENCIAS .JURÍDICAS Y SOCIALES. 

Guatemala, siete de noviembre del afio dos mil once. 

Con vista en los dictámenes que anteceden, se autoriza la Impresión del trabajo de Tesis del 

(de la) estudiante ERlCK LEONEL SÁNCHEZ GRANADOS, Titulado ANÁLISIS 

.ll!RÍDlCOS DE TRIBUN ,LES QUE DEBERÍAN CONOCER DE PEQLEÑAS 

CALS/\S PENALES. /\r{ÍCL s 31, 33 y 34 del Normativo para la elaboración e-Tesis de 

Licenciatura en Ciencias Jurídi s y Sociales y d ~ Público.-
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CAPÍTULO 1 

1. Los bibunales de pequeñas causas o delitos menores 

Los tribunales de pequeñas causas o delitos menores, son órganos jwisdiccionales 

especializados pertenecientes al poder judicial, que íienen competencia para tramitar y 

resotver, cjertas conductas consideradas como cJeJitos menores, a través de un 

procedimiento expedito, aplicando una ley de criminalidad menor. 

La filosofía de estos tribunaJes de pequeñas causas o delitos menores es 

descongestionar el sistema de justicia penal, pero sin dejar que estas conduelas 

delictivas menores queden en la impunidad. 

1.1 Que son las pe¡¡ooñas causa o delitos menores 

No existe pequeña causa o causa sin impoltancia, porque desde la perspecllva de 

cada cilJdadano, que tiene derecl10 a la tutela jurisdiccional, su causa no es pequeña 

o es menos impo1tante y exige su solución al estado. y por esa sencilla razón muchos 

autores y doctrJnarjos se han dado a la tarea de enconi:rarle soJuciones a !os casos de 

c1iminalidad menor, con el ánimo de crear procedimientos expeditos que fomenten la 

-1 
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pronta y cumplida justicia y que los recursos tanto humanos y técnicos se inviertan en · 

la climinalidad de grave impacto social. 

Es decir que además de la existencia ele tribunales de competencia ampliada que 

conocen ct~. de.titos de impacto sodal, como en la actualki-ad -e.xist,e.n en nuestro país, 

es necesario tambté.n que existan los juzgados penales conozcan de causas que no 

constduyen lesividad relevante y que apliquen el principio de insignificancia o bagatela, 

acorde también con el principio de racionalidad de la pena. Y que través de estas 

causas se conozcan delitos de criminalidad menor o de pequeños delitos, y que el 

estado a través de estos juzgados, tome medidas para controlar ia significativa entrada 

de dichos del~os menores al sistema penal, como los robos y hurtos de menor 

cuantía, consumo de. drogas, ~.te.; lo cual impide concentrar los esfUe..-zos en la lucha 

contra la gran criminalidad, descongestionando el sistema penal acusatorio, 

resolviendo en fom1a rápida tas pequeñas causas que no Uenen impacto social dando 

una soluc;,ón rápida, sencilla y que tienda más la resociaiización clel delincuente. 

El bien jurídico penalmente tutelado. es la rnlación de disponibilidad de un individuo 

con un objeto, protegida por el estado, que revela su interés mediante la tipmcación 

penal de las conductas que le afectan. El bien jurídico es un concepto al que hay que 

aludir pa.rn hacer efectivo el principio de lesividad, pero no es un concepto legitimante 

del poder pundivo del estado; el mismo tiene una función de límite o g.rnntia, la cual 

consiste precisamente en el hecho que la lesión de un bien debe ser condición 

necesaria, aunque nunca suficiente, para justfficar su. prot\ibición y punición cómo 
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delito. "Tomando en cuenta el principio de tener al derecho penal como ultima ratio~~ 

utima opción para la protección de un bie.n jurídico ya que este afecta a otros bie.ne.s 

jurídicos a l\n de proteger a otros de mayor valor social. Es decir se debe de aplicar el 

principio de intervención mínima de la actuación punt~ia del estado." 1 

El principio de lesil/idad impone que no t\aya tipicidad sin lesión u ofensa a un bien 

jurídico, que puede consistir en una lesión en sentido est1icto o en un peligro. la ley 

penal solo individualiza alguna acción que afecta de cierto modo particular a cierto bien 

juríc!ico·, la norma que se deduce del tipo penal no hace más que anunciar un castigo 

para ciertas formas partvculares y asiladas de lesión al bien. Los bienes jurídicos que 

aparecen detrás de los tipos penales no están tutelados por estos tipos, o por lo 

menos, nadie puede asegurarlo con certeza. Simplemente, el derecho penal requiere 

que para habiltar el ejercicio del poder punitiso haya uno de esos bienes jurídicos 

lesionados (principio de leswidad). Al limitar la interpretación de los tipos penales para 

que no se elasticen y habiliten e.l ejercicio del poder punitt,o en hipótesis no abarcadas 

por el tipo o no contlictil/as, el derecho penal (el saber jurídico) tutela cualquier bi<m 

jurídico que pudiera ser lesionado por estas pulsiones de integración analógica. 

Entiendo así un concepto limitativo de bien jurídico, según el cual para petmitir el 

ejercicio del poder punitil/o del estado debe haber una afectación signif1catwa a dicho 

bien. 

1. El bien Jurídico tutelado, W¼'W. Redlpd.orgfnot1cJa6_toc1os/2011itrl!:luna/e:ommoíl/1 (19 de septiembre 2011) 

3 
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Los tipos penales previsios en los Códigos Penales exigen afectaciones de bienes 

turidicos, v que las penas reflejan el des\Jalor iuridico de la conductd. tipica, por \o cual, 

déb~n guardar una proporción con la magnitud d~ la afectación al bi~rt Si l~ 

afectación es muy tnfima se quiebra la proporctonalidad revelando oon ~llo que el tipo 

no ha que1ido abarcar dicha conducta de afectación insignmcante. Oe aní lnterpretó 

que en caso contrario , se lesionada ta et principio que se debe prohibu· la aplicación 

de penas crueles, por ser dicha penas irracionales o penas no adecuadas a la 

magnitud del in¡usto. 

El otro fundamento que se debe de utilizar para aplicar el principio de insignificancia 

se relaciona con el ptincipto republicano de gobierno_ Este principio impone que los 

actos de gobierno deben ser racionales, por lo cual; obliga a que los actos del poder 

judicial entiendan a los tipos penales en forma tal QUe no abarquen conductas que 

aunque a la letra tey;tuat entre en su d~scripción, na prese.nten un mínimo 

racionalmente. e)C.igitile d~ entidad de peligro o \esión. 

Por los argumentos e~puestos y para comprender el alean.ce de lo expuesto es 

necesario hacer algunas adaractones en relación al concepto de. bien jurídico, así 

como también es relevante m~nctonar en que consiste el principio d.e lestvidao y el 

principio de insignificancta. 



1.2 Problemas criminológicos actuales 

Actualmente el Organismo Judicial, se ha dado a la tarea de crear 1J refom1ar normas 

de carácter 1xocesal penal para hacer frente al crimen organizado, creando juzgados 

es1wd1\cos o cte competencia ampliada que conocen de delitos de gran impacto social. 

Un ejemplo de ello es el juzgado de primera instancia penal y el tribuna! de sentencia 

penal nuevas, para casos de alto riesgo de la dudad de Guatemala, que actualmente 

funcionan en el quince nivel de la torre de tribunales. 

Sin embargo, dentro de la pobtación existe una sensación generalizada que no se 

aplica la justicia, y por en,je que e.xiste impunidad en la aplicación de leyes penales. 

Por la se.nema razón que el grado de condenas e.s mínimo en comparación con las 

denuncias y querellas que existen en los tribunales penale.s, ya que la mayoría de 

causas son de.titos menores, que. propician que los re.cursos humanos y técnicos no se 

inviertan en la alta criminalidad para el cual estaban destinados. 

Lo anterior, debido a que actualmente el sistema de justicia penal guatemalteco, no 

cuenta con los mecanismos !ega!es 11ara resolver con eficacia la criminalidad menor. 

Ya que los juzgados de primera instancia penal conocen y resuelven la mayor cantidad 

de delitos que son menores o de. leve impacto social. A continuación mencionaré 

algunos problemas criminológicos que afectan a nue.stra sociedad guatemalteca. 



A. Deiincuencia de menores: 

(,,' < 

la criminalidad es cada vez más precoz, las edades ,,~ 

de iniciación ~n el cñmen tienen una tendencia~ aumentar, de manera que ~da vez 

tenernos delincuentes más jóvenes. Los pa{SQS de m~yor desarrollo e.conómtco 

padecen en mayor magnitud et problema de ta delit1cuencia juvenil. Las conductas 

cctminates fl~-anzadas por me-nores de e~tact son cada \f€-Z. mavorns en número, en 

cantidad y en diversidad. 

Crímenes que antes eran cometidos sol<> por acluttos, anora se íleo cometidos también 

por jóvenes e.ncontrandose J¿( fe.riómeno de una ctimlmHidad or~anizada. Ask11ismo, 

conductas que. antes eran exclusivarnente de los jóvenes ahora principian a verse en 

niños. 

En cuanto a t_a calidad, los hechos antisoclales cometidos ,1or menores, tienen 

carnct'?x{stlcas fundamentalmente \/\otentas_ Una de. tas conductas más <.tifundtdas e.s 

la del vandalismo, que se presenta por grupos, en ocas.iones. muy numerosas de 

adolescentes, conocidas comúnmente como ''l"naras o marabuntas que destruyen 

cosas y agraden a personas, espontáneamentG y muchas VQces sin provocación 

alguna"_ 2 

2. Wlk.lpedla, la enc!clope<lla nt1re-en.w111pe,::11a.org.iw11wmaras o pa11dlllas (19 ile septiembre 2011) 
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los niños y jóvenes que antes reñían en forma individual y a puñetazos, ahora 

agreden en forma colectiva y se hacen acopio de cadenas, manoplas y otros 

instrumentos de tipo punzo-cortantes, así también son alarmantes tas agresiones con 

am1as de fuego. 

UJ V(Ql.encl~. ¡uvenil se h.a presentado de manera muy peculiar en los centros de 

enseñanza, ya se.a estos de nivel me.dio e. inclusive e.n establecimie.ntos de enseñanza 

universitaria, en donde se ven disfrazadas de prote.stas de carácter político. Es de 

aclarar que no toda la violencia de carácte, estudiantil es inmoti,ada o sin provocación 

alguna, sino que en muchas de las ocasiones tiene validez como carácter de 

expresión, ya que es indudable. la importancia ca11ital que tiene la participación de los 

problemas ele! país. 

Así, los medios de comunicación, controlados en la actualidad por grandes intereses 

de carácter económico, han captado que los jóvenes son una población 

económicamente. aprovechable, pues su pote.ncialidad e.conóm!ca es mucho mayor 

que en otras épocas, haciendo sentir a los ióv"nes una necesidad de satisfacciones, 

creadas artmcialmente, por lo que al no poder contar con recursos para obtenerlos o 

sentir limitaciones y recibiendo una profunda frustración, tenga que hacer acopio de 

medios ilícitos para obtenerlos. 

Es notable el fracaso en lo relacionado a la prevención y tratamiento de la delincuencia 

juvenil, por lo que es obligado, desde un punto de vista criminológico, a una minuciosa 
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revisión de una se1ie de conceptos que 

posiblemente estén equivocados. 

Es :asi, que se. hace neoesatio hacer una verdadera distinc(ón entre el verdadero 

dP.linr.11P.ntP. iuvP.nil mu~ IIP..va a caho conrlur.tas rtP. nrnn nravP.tfad como lo son la --··---··-··-- ~-·-····, -,-- ··-·-· -· --··-- --··-----·- -- .:,•--·· ::,·-·------

violación, homicidio, robos agravados, secuestros etc. Y, los niños y jóve.nes que 

realizan condu<..:tq.s antisociales, de n-:J.turn.leza culposa o de una grn.ved.~.d inferior. 

Es necesario llevar a cabo estudios profundos de los verdaderos factores de la 

delincuencia juvenil Y, realizar replanteamientos en cuanto a las medidas de su 

prevención y trntanüento. 

B. La criminalidad y el automóvil: moctemamente el automóvil ha mo<lif1ea<lo ias 

modalidades de expresión antisocial, pero asimismo, ha creado una gama de 

conductas antisociales, as( como una nueva fonna de criminalidad. 

El problema se convierte en preocupante, en el sentido que muchas personas, que en 

sduaciones comunes nunca hubieran llegado a ser sujetos de un proceso criminal, en 

la actualidad se encuentran ei<puesta a ello ¡1or el solo hecho de conducir un vehículo 

automotor. 

En cantrapos,ción, muchas personas se atreven a delinquir debido a las facilidades 

que proporciona el automóvil, posibiliclades que antes no tenían, tales como para 



"e,> ,. 
' ,,_ , ' ' ~- ' 

darse el rapto, violación, plagio o secuestro, etc. Así, el automóvil es usado como 

instrumento para cometer crímenes y, generalmente para realizar sus conductas con 

mayor 11elocidad y poder escapar de la acción de la justicia. Ante esta gran movilidad 

de la delincuencia actual, !a policía debe estar dotada de medios de trans1)ortes 

rápidos y adecuados. 

En muchas ocasiones la elección del camino criminal se encuentra ligada a las 

limttaciones físicas del individuo, limitación qu<e se. ven superadas gracias al 

automóvtt E\ :autotT!Ó'lil es un fenómeno típico de nuestra época '1, se corw\erte no 

solo en un l\1edio de trnnsporte, sino también en una ctase de. comunicación no verbal. 

El automóvit se convierte en una arnpliñcadón de la capacidad física del itvjlviduo y, en 

una manera de superar una serie de problemas psicológicos. El automóvil puede ser 

motivo de superación de un complejo de inferioridad, y se va haciendo una verdadera 

mascara para el individuo. Los vehículos de motor si,ven también como una fom1a de 

desahogo y, en muchos de los casos en una. temible arma agresiva. 

Es muy común en nuestro medio una complacencia en el sentido de otorgar licencias o 

pem1isos para manejar, otorgándose. licencias de conducir sin llevar a cabo !os 

exámenes respectivos. La selección por edades y facultades tísicas y mentales de los 

conductores son medidas preventivas mínimas que deben realizarse con sumo 

cuidado. 
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C. la Macro criminalidad: 

extensión y por la intervención de ellas de un mayor número de sujetos y 

principalmente por producir una cantidad notable de victimas, pueden denominarse 

macro criminalidad. Estas formas de criminalidad tienen rasgos comunes:- Crueldad 

excepcional. 

Difusa ;3.menaz:1 para e! cuerpo social. 

- Prndu(en prntuncto (lesor<len e inquietud en !~. sociedad. 

Pluralidad de autores y de victimas o, de ambos a la vez. 

Diversidad de mó,;iles, entre los que sobresalen los 11oliticos. 

Las víctimas generalmente. se encuentran indefensas ante estas formas de 

criminalidad. 

En ta actualidad, el ejemplo más importante de la macro criminalidad es et terrorismo, 

que generalmente se dirige hacia cualquier tipo de víctima y en una forma muy cruel y 

violenta. 

Asi también, existen mud1:as otras fom1as de macro c1íminatict:ad que padecen 

generalmente victimas inocentes como lo son el secuestro de aviones y ta utilización 

de rehenes, et sabotaje en transpo1tes colectivos, la discriminación rncial, etnocidio, 

etc. 
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Los macro crímenes pueden cometerlos indistintamente grupos de personas, sujetos 

aislados o gobiernos altamente represivos, como el caso de nue.stro país en é.pocas 

recié,n pasadas. 

Un caso muy interesante de la macro criminalidad, es la llamada "criminalidad de 

cuello blanco", de utilización muy general entre los criminólogos. Este tipo de 

criminalidad fundamentalmente económica, se desarrolla en muchas ocasione.s dentro 

de !os límites permitidos por la ley 1/, no por esto se le quita su petigrosiclact, desde el 

punto de \Jlsta ctiminológ!co. 

En ocasiones paises completos se ven afectados por este tipo de actividades, que 

difícilmente sr:)n perseguidas o c.:astiga.das. Muchos aspectos de. la macro cr\minalictad 

económica dañan principalmente a las clases con me.nos recursos económicos, así 

sucede en nuestro medio, como en.carecimiento de los productos alimenticios y 

ofreciendo al consumidor paquetes con menor contenido del acostumbrado, asimismo 

se da el encarecimiento artificial de producto de primera necesidad, simulando en 

ocasiones con un simple cambio de marca o disfraz.ando un mismo producto con 

empaques o presentaciones nuevas o llamativas. 

Por tales razones este tipo de criminalidad obliga a un replanteamiento fundamental de 

muchos preceptos legales y criminológicos, principalmente porque la prevención ya no 

se encuentra en la decisión de un sola gobierno, sino se hace indispensable la 

cooperación internacional. En la actualidad son pocos los problemas de tipo macro 
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criminológicos que han llevado a la cooperación de varios pa ises, como lo es el caso 

del combate contra el tráfico de drogas, labor a todas luces muy encomiable. 

D. 4 Abuso de poder: este tipo de criminaüdad es perpetrada por criminales que 

detentan el poder político y que lo ejercen con total impunidad, perjudicando a los 

ciudadanos y a la colectividad. 

Se ha llegado a diferenciar dos figuras que a primera vista pareciera que posee la 

rnisma significación, estas figuras son: 

- Exceso de poder. 

- Abuso de poder. 

El exceso de poder consiste en "el acto de la autoridad administrativa. cuando se 

er.tralimita en sus atribuciones o las ejerce con finalidad distinta del espíritu de la ley o 

reglamento. ", 

El abuso de poder es el empleo de!ibe.rndo del mismo para finalidades especiticas que 

tienden a lograr, hacer o no dejar hacer algo que legítimamente no puede justiticarse. 

A menudo el abuso de poder es para beneficio exclusivo del poder mismo, para el 

mantenimiento de un régimen político, de una estructura social y económica injusta. 

3. ossorlo, Manuel, Diccionario de Clancli19 Jmldlcae Polltlcaa y Soclatea, pdg. 411 
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por lo general multinacionales, que imponen condiciones y dañan seriamente la 

economia de paises económitam~nte débiles. El abuso de poder puoo.~ ser 

económico 'J politico, pern también puede. ser religioso, ct1ttural e ideológico. 

La característica más sobresaUeote del abuso de poder es su impunidad, ~a que el 

poder se protege a sí mismo. 

E. Abuso indebido de drogas: se constituye en u.no de los problernas 

crtminológicos más graves y que ha tomado prnp<>rcione.s epidemiológicas 'J, 

consiste en la utilización no médica de fármacos o estupefaclentes, así como de otro 

tipo de tóxicos. "Oeotro de las drogas controladas por la ley encontrammr. et grupo 

mortínko como tos alcaloides del O\lio, alcaloides semi sintéticos y el hipno 

analgésicos, los barbitúricos oomo el se.cona\, membutal, evitan, lumninal, los 

cocainicos como \a cocaína, afetamhlicos como benze<lnna, dexedrtna, ack.te<trón, 

cannabicos como la marihuana, los alucinógenos, como el L.S.O. y dentro de las 

drogas permitidas e.stán ~ alcohol, tabaco, caf4 y bebidas con cafQÍna". 4 

4. De Leon Vela&co, Hecto, Anlbal y De Mata Vela, ~106e Franci5co. cu,uo de derecho pe11at gustB1Ralfecv. psrle general. 

Pág. 574 
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El problema es que las drogas no permitidas por la ley, son las que motivan en 

muchas ocasiones a los ióve.nes a cometer delitos. Y este fenómeno social se ha 

extendido rápidamente en la mayor part" d" los países del mundo y, tiene ante lodo 

un.a base económica, en el cual el mercado norteamericano es et más saturado, donde 

las drogas tienen precios excesivos. Es así, que varios países se han especializado 

en la cosecha o fabricación de todo tipo de drogas o estupefacientes tales son los 

casos de Perú, Colombia, Bolivia, en la cual el destino final, en la mayoría de !os 

casos, es la sociedad norteamericana. 

En lo referente a nuestro país, se ha considerado que. sirve de puente para hacer 

llegar todo tipo de tóxicos parn terceros países como Méiüco y los Estados Unidos de 

Narte.an1érica, stn ,:or:s!ctern.r que en nuestro rnedio -existe. un nva.rcado estable.e ido 

parn "ste tipo de dfogas, aunque las drogas más comúnment" usadas en nuestro 

medio, es el uso <le la marihuana 'J el abuso de algunos fármacos como es el caso de 

las anfetaminas, pero el otro tipo (le consumo drogas como la cocaína, ha aum.,ntado 

su consumo, a pesar que los precios son demasiado altos para una población 

económicamente débil. 

En nuestro medio se ha agudizado el probl.,ma d"I uso de inhalantes, muchos de 

"l!os de índole industrial como lo son la gasolina, solventes, todo tipos d" pegamentos, 

cem.,ntos, plásticos usados comúnmente por los denominados niños de la calle. 
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la fácil adquisición y el bajo precio de estos productos los hacen accesibles, 

principatmente a niños de ectade.s muv cmtas. Es ne.cesarki reafirmar que los 

adelantos actuales de la medicina han demostrado la peligrosidad de la droga, 

principalmente de la marthuana, aun utilizada una sola vez o en pequeñas dosis. 

la difusión de-l prnb!ema de !a droga, desde un punto cte vista cie.ntiñco, hacia ~l grnn 

público ha tenicto efecto contraproducente, ya que ha despertado la curiosidad de 

grandes masas de la población y debe.mas recordar que en las investigaciones 

realizadas, se ha demostrado que la curtosidad es la primera causa por la que un 

joven se acerca a las drogas. 

F. VIOlENClll.: una de las características más notorta de la criminalidad actual, es la 

clara tende.ncia a la violencia. "la violencia es la ,cción ele ,plic,r m;;<lios violimtos a 

cosas o personas para vencer su resistencia". s 

Si observamos en sus inicios, la ctiminalidad fue extraordu1artamente violenta y poco a 

poco fueron apareciendo deldos menas violentos, el cerebro fue reemplazado por los 

músculos; la violación fue reemplaz,ct, por el estupro, el robo agravado fue sustituido 

por los fraudes notoriamente elaborados. 

5. ossorlo, Manuel, Dlcclona-to de Ciencia& Jur!Olcae Polltlcaa y Social ea, pag. 1022 
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Sin embargo todo hace pensar que se ha iniciado un retroceso por el que estamos 

volviendo a !a criminalidad violenta y muscular. Las estadísticas nos dan la razón, no 

solo se comete cada vez mas delitos violentos, sino que una serie de delitos en los 

cuales ya no el<istía violencia, principian a cargarse de una violencia que no parece 

necesaria, ta! es e! caso de robos cometidos comúnmente en los autobuses del 

servicio urbano de pasaieros, en los cuales, se hace uso de una violencia excesiva, 

llegando incluso a! homicidio o asesinato de personas, sin provocación alguna. 

La violencia parece ser e! signo de la época: la música es violenta, el trafico en la 

ciudad de Guatemala es violento, e! cine y !a te1e,1isión son violentos, las noticias en 

los medíos de comunicación para impactar ante la audi<mcia son violentos, lo que 

refleja la reattctact que nuestra sociedad en Guatemala, cada día e.s mas'iiolenta. 

La violencia se ha convertido, como parte fundamental de la cultura, principalmente en 

nuestro país en donde ha predominado siempre el problema del machismo, dejando 

sus signos más tristes en la violencia de tipo familiar. 

Et más grande -de !os mecanismo de retroalimentación es aque.l que se forma entre 

delincuentes-policía-delincuentes, en donde !a delincuencia es cada vez más violenta, 

la ctelincuenci:a organi.z.ada se encuentra e.n posesión de me}ores annas, que se 

constituye.nen más rápidas y peligrosas. Esto ha producido protestas por parte d" los 

organismos de seguridad o Policía Nacional Civil, en el sentido que necesitan armarse 

me.jor y conseguir medios idóneos defensivos y oie.nsivos más eficaces, para nacer 
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desventaja. 

El gobiemo ha respondido dotándoles de mejores auto patrullas y de am,as más 

potentes, pero la delincuencia responde consiguiendo también armas cada vez más 

superiores y eficaces, iniciándose así una lucha a gran escala que no sabemos dónde 

va a terminar. 

Mo so!o la criminalidad se ha hecho violenta, por desgracia estamos ante un fenómeno 

mundial de la violencia institucionalizada, y es fundamental reconocer que en muchos 

países del mundo actualmente, los órganos del estado como por ejemplo la policía y 

tos: demás órganos de seguridad como el ejército, utilizan la tortura como forma de 

violencia, que es indiscutiblemente una de las formas de la criminalidad pública o 

privada más denigrante y que denota mayor grado de desviación y anormalidad. Ya 

que esta forma (le violencia sea física o mental, es utilizada contra grupos de 

oposición al gobierno, para combatir la extorsión, el secuestro y el terrorismo, tal es el 

caso de tas tuerz:as armadas revotudonarias colombianas o FARC, en l:a república de 

Colombia. Lamentablemente estamos ante una escala de violencia cada vez mayor en 

nuestros países, muy dificil de detener y que por desgracia sufrirán generalmente 

victimas inocentes. 
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CAPÍTULO 11 

2. El desarrollo de los tribunales de pequeñas causas en Guatemala 

La Corte Suprema de Justicia desde hace muchos años ha impulsado la 

modernización del Organismo Judicial en Guatemala, y un o de los objetivos ha sido el 

fortalecimiento del acceso a la justicia. Esto implica la realización de acciones para la 

ampliación y diversificación de servicios, para beneficiar a los sectores marginados 

como las mujeres y ciudadanos de escasos recursos, en las poblaciones con 

diversidad de habitantes y alta conflictividad en zonas urbanas. Lo anterior para 

agilizar los procesos judiciales del orden penal y propiciar la u!ilización de mecanismos 

alternativos para Ja solución de demos menores menores. A través del acuerdo 13-

2003 de fecha ·J 2 de mayo de 20D3. Se crean "los juzgados de paz móviles como 

punto de partida para el tratamJento de la deJjncuencia menor en Guatemala". s 

En Guatemala se implementó este modelo en el mes de mayo de 2003 y se inició con 

la adquisición de dos buses. Estos juzgados funcionan como un centro de mediación 

con un experto que es el juez, y que utiliza ese método alterno para ser utilizado antes 

de un proceso judicial en forma totalmente gratuita. 

6eptlemt,re de 2011) 
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Y resuelven asuntos penales o del~os menores, especialmente faltas contra las 

personas y faltas a la propiedad, y otros asuntos llenales que pueden resolverse por 

conciliación y mediación. Así mismo conocen de otros asuntos que no son penales 

como civiles, trabajo y de violencia intrafamiliar. Cabe mencionar que hoy que se 

encuentra sigente el Decreto 22-2008 <iel Congreso de la Re.pública la Ley contra el 

femicidio y otras fotmas de violencia contra la mujer, estos juzgados son los que 

aplican las meclidas de segundad y protección a las mujeres que han sido objeto de 

violencia. Cada bus esta debidamente equipado y amueblado, con sala de atención al 

público, una sa!a para las mediaciones y una sala para las audie.ndas, en esta es 

donde se lleva a cabo la inmediación procesal del juez con las partes. Se. int.,gra con 

un juez, un secretario, un oficial. un notificado, que es el comunicador social y un 

comisario que hace !as veces de piloto que conduce el bus y un agente de seguridad. 

Cuando se definió ese modelo, el personal seleccionado para estos juzgados, se envió 

a una pasantía a Brasil por dos semanas y se preparó con ese pe.-sonal, el acuerdo 

iinal de creación y la Presidencia del Organismo Judicial, aprobó la agenda para seis 

meses, la cual ha tenido algunas variantes. Y operan con agendas de visitas 

planificadas y ajustadas a ras fechas y horarios de atención establecidos. 



justicia en los delílos de cóminalidad menor 

Conforme a la Constitución Política de la República, el estado entre otros deberes, 

tiene la obHgación de garantjzar eJ valor de la justicia a sus habitantes. Así, la fundón 

jurisdiccional es potestad del poder judicial como uno de los tres organismos que 

integran al estado, en quien el pueblo ha delegado pa11e de su soberanía. El poder 

Judicial no puede desa1Tollar a cabalidad su función de administrar justicia en un 

sistema inquisttivo, sino a través de un sistema que pem1tta la efec!widad de la justicia 

y el respeto a las garantías y derechos constttucionales de las parles. 

Introducir cambios sustanciaJes dentro del sistema procesa!, para orientar y me-jorar la 

función jurisdiccional de modo que sea capaz de responder a los reque1imientos de 

una sociedad, donde se respete la ley y se restaure la paz social, es uno de los 

propósnos principales que impulsan y justifican reformas procesales penales y entre 

estas la creación de tribunales que conozcan de pequeñas causas. 

La solución adecuada a los problemas que aquejan es sistema penal, consisten en 

cambios sustanciales en los procedimientos penales, cambios que en p1imer Jugar se 

dieron con el actual y vigente Código Procesal Penal que dio una transformación al 

sislema de administración de justicia, que constduye el motor de refomias al sistema 

penal Ahora cons1dero necesario, impulsar la creadón de tribunales que conozcan de 

pequeñas causas penales, porque también el castigo de estos delitos menores o de 
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bagatela conllevará a alcanzar formas n1ás justas y democráticas de convivencia 

social. "Ya que la idea principal, es frenar desde sus inicios los deldos y persuadir a las 

personas de la gravedad de empezar a delinquir con cosas pequeñas. En otras 

palabras todas las acciones que se nacen con la intención de hace.rle un daño a la 

sociedad, por pequeñas que sean tendrán un castigo.", 

Se debe entender que con la creación de tribunales que cono~can pequeñas causas, 

con su respectivo procedimiento no se eliminarán en foima total los problemas que 

aquejan a la administración de justicia, ya que el origen de las conductas delictivas en 

una persona, no obedecen a un problema jurict~co propiamente, sino atiende a otros 

factores de carácter político, económico y socioculturales, los que prime.rnmente hay 

que resolver. 

De lo anterior resulta, que es esencial revisar las estrategias tradicionales de 

prevención de crimen basados exclusivamente en criterios legales. La prevención del 

crimen y de la justicia criminal debería ser considerada en el contexto del desarrollo 

económico, de los sistemas poHticos, de los valores sociales y culturales. 

La innovación para aplicar nuevos procedimientos como es el caso de aquellos para 

conocer y resolver pequeñas causas exigirá de todos los operadores de justicia 

7. Juzgadoi; de peque Ras causas. trttplfflliiflfi.e!tlempo.comi'arcflllío/documentotCMS-41069$ (P9 de oeµtlembre de 2011) 
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desarrollar el sistema judicial, es nuestra obligación estudiar nue.vas fom,as de 

solucionar los problemas que aquejan a nuestra sociedad, y crear instituciones que 

hagan viable un sistema jurídico eminentemente constitucional y que hoy por hoy debe 

adoptar nuestro país. 

Quiero también puntualizar que actualmente, a nivel mundial se está experimentando 

una serie de cambios sistemáticos dentro cte las distintas ciencias del sahe.r humano, 

lo cuat puede cornprobarne a través det avance tecnológico, industrial, económico, 

social y cultural, que e.l hombre- ha alcanzado a nivel científico hasta la fe.cha_ L:a 

ciencia del derecho no es la ex.cepción, ya que vemos como las disciplinas jurídicas se 

desatTol!an rápidamente., -actualizándose conforme a las cmTientes y teorías rnodernas 

haciencto más efectiva la funcionalidad del derecho y en ese sentido es mi propuesta 

de !a ere.ación de tribunales que. conozcan de. pe.qu-eñas causas penales. 

En Guatemala los esquemas tradicionales y obsoletos de adminisirar justicia han sido 

cambiados por sistemas administrativos transparentes y modernos, para mejorar et 

acceso de las personas a ta justicia, cuyas garantías se sostienen en la independencia 

funcional, la independencia económica judicial, la no remoción de los magistrndos y 

jueces de primera instancia, salvo los casos establecidos por la ley, y la selección del 

personal. 
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Sin embargo a lo anterior la administración de justicia se destaca serias deficiencias 

que aún aque¡an al poder judicial. Entrn los problemas más graves que afectan la 

administración de jusUcia se e.nc.uentran la impunidad y la corrupción, que no es más 

que un sentimiento generalizado que tiene la población porque considera que las 

conductas punibles no son castigadas. 

Así también, se observa ta insuficiencia de re.cursos, tos escasos avances en la 

modernización de la ¡usticia, la deficiente capacitación de iueces y operadores de 

justicia, la falta de independencia e imparcialidad de algunos iueces, I• polttización de 

la iusticia, las presiones de diversa índole sobre iueces y operadores de iustida y la 

falta de acceso a la iusticia por numerosos sectores de la sociedad. 

Y en este último sector donde se pide a g1itos la buena administración de justicia, 

!)asados en que la carta magna se reconoce que es deber del estado ga.rantizarle a los 

habitantes de la república la vida, la libe1tad, la justicia, la seguridad, la paz y el 

desarrollo integral de la persona, y es así que el Organismo Legislativo y el 

Organismo Judicial, debido al alto indice de criminalidad actual, se han dado a la tarea 

de crear y reformar normas de carácter penal para atacar el crimen organizado, 

creando incluso Juzgados específicos o de competencia ampliada que conocen delitos 

de gran impacto social. 

Sin embargo !o ante.P.or dentro de la población existe. una sensación ge.nerntizada 

que no se aplica !a iuslicia, y por ende eJ<iste impunidad en la aplicación de la ley, 
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por la sencilla razón que el grado de condenas es mínimo en comparación con las 

denuncias y querellas que existen en los tribunales de orden penal, ya que la 

mayoría cte. causas penales, son de. de.titos menores. 

De acuerdo con lo anterior ei<iste la percepción dentro de. la población que no se 

aplica la justicia, debido a que existe un alto volumen de delitos menores. y que 

propician que los recursos humanos y técnicos no se invirtieran en la alta 

criminalidad para la cual estaban desttnados, generando sensación de impunidad 

por lo que existe la necesidad de implementar un procedimiento expedito; que 

fomente la pronta y cumplida justicia en los casos de la criminalidad menor. Es 

decir el requerimiento de la población guatemalteca es de fomentar, dentro del 

programa político criminal del estado, la aplicación de sistemas eficaces que 

logren resolver conflictos, que en los momentos actuales toman del estado 

dernasiados recursos humanos y técnicos. 

Por lo mismo es necesano que existan tribunales de com11etencia am111iada que 

conocen delitos de gran impacto social, como en la actualidad existen, y es necesario 

también la creación de 'tribunales específicos aplicando una ley de criminalidad 

menor, que conozcan cte pequeños delitos o pequeñas causas penales y que, se 

haga trente a la impunidad, para reducir los indices de criminalidad, crear una justicia 

eficaz y cercana al ciudadano y descongestionar la justicia penal." s 

8 . lbld. 
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Con lo anterior se realizarían esfuerzos por el estado guatemalteco con 

superar las dificuttades ~n torno a la administración d~ justicia, tos cuales hasta el 

momento actual, no son suficientes y con tos modelos propuestos trato de impulsar o 

proveer, un mejor acceso a la justicia para los ciudadanos, a asegurar la imparcialidad 

e in<iepenctencia oo los juece.s, erradtcar la impunidaá y la denegac\án de Justicia en e.l 

país. 

2.2 Creación, desarrollo y perspectivas de los tribunales de pequeñas causas o 

delitos menores en Guatemala 

La efectiva vigencia del estado de derecho se logra en gran medida asegurando una 

administración de justicia que no tolere ta ,mptmidad. La sociedad de.be percibir que el 

poder Judicial apnea la ley por igual, y garanuza a todos tos habitantes el goce 

efectivo de sus derechos. 

Para sánchez. V\arnonte~ "El esta<io cte derecho es aque.\ en el que tos tres poderes ctet 

gobierno, independientes, representan, el gobierno del pueblo, para el pueblo y por el 

pueblo. Los tres act(tan bajo el nombre de.t pueblo en fonna mas o menos directa, bajo 

el imperio de !as nonuas constitucionales." g 

9. osr..r10, Manuel, Dlcdonane de ciooc1aa Jurldlcm, Polltlca& y soc:18189. Pag. 401 



concernientes a la administración de justicia , y uno de. los obstáculos para el 

fodale.cimtento definitivo del estado de derecho. Se nota con preocupación la falta de 

eficacia de la justlcia para responder, frente a los crímenes cometidos en Guatemala y 

et estado se ha volcado ha atacar los crímenes ma~rns <i de gran e.nve.rgadurn social 

y olvidan que de los exp~dientes por crime1,es de infima cuantía o de bagat~ta 

saturan los juzgados penales \J que lleva mucho tiempo su resolución, dejando en la 

poblactón un sentimiento que eyjste impunidad. 

Así (a subsistencta <le altos n,,1eles de impunidad permite., que numerosos crímenes 

graves y menores queden sin casttgo y ello afecta ta 'iida misma de la nación '.I su 

cultura. Además, se genera responsabilidad internadonal para et estado cuando éste 

no cumple con su obligación de efe.ctuar una investigadón setia, imparcial y e.fediva 

de los hechos ilícitos y sancionar a los responsables, aun cuando no se trate ele 

crimenes cometidos por entes estatales. Tal on1istón genera ta obligación ad~cionat de 

reparar a tas victimas o a sus familiares por ta violación de su derecho, a obtener del 

estado una debida investigación de los ttechos. 

Por último, ~sta situación aumenta la desconfianza social en el sisten1a de 

admi"\tstra.ción de justicia y además pro11icia ind~finidamente la repetición de las 

violaciones a los derechos fundamentales_ 

27 



causas penales o delttos menores en Guatemala que tenga como perspectiva lo 

siguiente: 

- Se deben crnar t1ibunales de peque.ñas causas o delitos menores en los diferentes 

municipios del país, con competencias diferentes a los actuales ¡uzgados de paz. 

- Los procedimientos a utilizar, serían los regidos por los principios de informalidad, 

celeridad, inmediatez y oralidad contenidos en el proceso acusatorio que ya 

se encuentra regutado en et Código Proce.sal Penal, con preponderancia para 

facilitar la aplicación de medidas desjudicializadoras y los acuerdos entre las partes. 

- Se debe crear una estructura para los tribunales de pequeñas causas o delitos 

rne.nores, 'J no solo como existe en la actualidad los Juzg-ados de paz móviles. 

Considerando también la distribución de estos juzgados por municipios, la forma de 

designación y remoción, su duración, los requisitos para ser juez de delitos menorns, y 

sus competencias entre otros factores relevantes. 

Asimismo, esta propuesta deberá abordar en forma completa los procedimientos y los 

mecanismos de ejecución de acuerdos y sentencias que se generen ante estos 

tribunales, así como !a coirecta integración de los mismos con el sistema judicial del 

país (dependencia, jerarquía, régimen disciplinario etc). 
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2.3. los juzgados lle primera instancia penal 

Los Juzgados de p1imera instancia, son órganos iurisdiccionales pertenecientes a! 

Organismo Judicial, y tienen como principal objetivo conocer los casos. hechos o 

procesos judiciales por delitos, sancionados con pena de prisión en primera instancia. 

Los juzgados de p1imera instancia al igual que la Cmte Suprema de Justicia y la Corte 

de Apelaciones, ejercen sus funciones juiisdiccionales dentro de la república de 

Guatemala, como tribunales de p1imera instancia y !o hace conforme los procesos 

establecidos dentro de la Constitución Política de la República de Guatemala y las 

demás le.yes que los facultan para dicl1a función, como lo establece la Ley del 

Organismo Judicial, Decreto número "2-89 del Congreso ,le la Repúbt<ca de Guatemala 

en el Artícu!o 95. 

La Cmte Suprema de Justicia determinará la sede y distrito que corresponde a cada 

ttibunal de primera instancia y a sus jueces, así como los hace con los demas 

tribunales, todo esto esta descrtto en el Articulo 94 de la Ley del Organismo Judicial. 

Según et ~.rtkulo 95 cts la Ley de! Organ!smo Judlcia! son atribuciones de ios 

Juzgados de Primera Instancia y sus jueces, lo siguiente: 

a) Conocer de los asuntos de su competencia, de conformidad con la Ley; 

b) Conocer en las causas de .-~.sponsabilidad cuando esta atribución no corresponda 

a la Corte de Apelaciones; 
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menos una vez al mes los centros de detención y las cárceles de su distrito; 

d) Visitar en inspección, cada tres meses, el Registro de la Propiedad; cuando lo 

hubiere en su jurisdicción. Para la ciudad capital, el Presidente del Organismo 

Judicial fijará a que juzgados corresponde la inspección; 

e) las demás que establezcan otras leyes, los reglamentos y acuerdos de la Corte 

Suprema de Justicia. 

Los ¡ueces de primera instancia, son electos y designados a cada distrito, de acuerdo 

a las disposiciones de ta Coite Suprema de Justicia y tienen la obligación de residir en 

la población sede del iuzgado en el que prestan sus sewicios; y sin licencia, no 

pueden ausentarse de su departamento en días hábiles, todo según el A<tkulo 96 de 

la Ley del Organismo Judicial. 

Según el Artículo 98 de la Ley del Organismo Judicial, en los casos de impedimento, 

eKcusa, recusación o falta temporal o absoluta de los ¡ueces de p1imera instancia, se 

procederá cte la manera siguiente: 

a) Sí el impedimento, la excusa o la recusación, fueren declarados proce.dentes, el 

asunto pasará a otro ¡uez de p1irnera instancia, si lo hubiere en el departamento. En 

los departamentos donde hubiere más de dos jueces, el asunto pasará al que. le 

siguiere en orden numérico, y al primero si fuere el último el de. la causal. Si no lo 

hubiere, conocerá e! juez menor de. la cabe.cera si tuviere titulo de abogado~ y si no 

otro ¡uez menor del mismo de11artamento que lo tenga. Si tampoco lo hay, el asunto 
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pasará al conocimiento del juez de primera instancia más accesible. El Presidente'''sm.i~. e-

del Organismo Judicial determinará e.n fom1a general lo pertinente por medio de 

acuerdo. 

b) Si la falta fuere temporal, el Presidente det Organismo Judicial designará al iuez 

suplente. que. deba sustituirlo. S\ fuere absoluta, se procede.ni en la misma fotma 

mientras la Corte Suprema de Justicia hace el nuevo nombramiento. 

"los Tr\bunates de Primera Instancia se organizarán según disponga ta Cotte. Suprema 

de Justicia, actualmente es de la siguiente forrna:" 10 

-Organización <le los juzgado~ de l)l"imera instanc.ia 

a) Juzgados de EjeCLlción Penal. 

b) Tlihtmales de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos Contra el Ambiente. 

e) Juzgados de Primera Instancia Penal, Narcoactividad y Delitos Contra el Ambiente. 

d) Jugados de ta Niñez y la Adolescencia ~ de. Adolescentes en Conflicto con la Ley 

Penat v Juzgados de Control de Eiecueión de Medidas. 

En materta penal por mandato legal, los jueces de primera instancia. tienen a su cargo 

el control jurisdiccional de la investigación efectllada por el Mtnlst~io Público en ta 

fotma que el Código Procesal Penal establece. Es decir, la fase t1reparato1ia o de 

instrucción respectivan1ente. 

10. De León Vela&co, Hfe:tor Anlbal. Gula concaptusJ del Pn>ceao Penal. !'ag. 108 y 109 
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Instruirán también, personalmente las diligencias que específicamente les 

señaladas. Además tienen a su cargo ra tramttadón y sustanciación de liquidación de 

costas procesales. 

Es de agregar, que también pueden autorizar el criterio de oportunidad, la suspensión 

de la persecución penal, etc., darte trámtte al procedimiento abreviado, (ver Artículos 

25, 26, 27,464,465 del Código Procesal Penal) siempre y cuando estos procedan. En 

todos los casos, podrá rechazarlos cuando a criterio del Juez proced• a plante•r I• 

acusación que corresponda_ Deben también tramitar e.l proced~miento intermedio, 

conforme a lo que estatuye los A1ticulos 332 al 2M del Código Procesal Penal. 

Es decir. la audiencia intennedia tiene como finalidad discutir sobre la pettinencia del 

requerimiento del Ministerio Púbtico. En caso de formularse acusación se discutirá 

sobre los hechos planteados y la probabilidad de que puedan ser demostrados en 

debate. El auto de apertura a iuicio fllndanwntara !a decisión de llevar a una persona 

a juicio oral y público. 

En caso se soHc!lare la clausura provisiona!, fundada.mente el juez indicara los medios 

de investigación pendientes de realizar y fiiara día y hora en que deba realizarse la 

futura audiencia intermedia. Indicando la fecha de presentación del requetimiento 

solicttado. 
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Seguidamente se avocará el conocimiento de lo planteado y resolverá, sobre las 

cuestiones planteadas, decidirá la ap\\rturn a juicio o d\\ lo contrario el sobreseimiento 

o el archNo con el cual quedan notificadas las partes, 

Los jueces de primera instancia, también les coffesponde conocer del procedimiento 

abreviado, y una vez concluido la tramdación de,I proceso debe emdir la sentencia que 

en de.re.cho corre.sponde, ya sea, absolutoria o condenatorta según lo ame.rite e.l caso. 

2.4 los juzgados de paz penal 

Los Juzgados de paz o juzgados menores son tribunales menores pertenecientes al 

Organismo Judicial, estos tribunales están a cargo de iueces que son dispuestos 

según !as órdenes de !a Coite Suprema de Justicia !os cuales tienen la facultad de 

juzgar todos aquellos casos que dispongan !as leyes nacionales, "Los jueces de paz 

tienen competencia para juzgar las faltas, los delttos contra la seguridad de! tránsito y 

todos aquellos que sean sancionados con pena de multa, confonne a! procedimiento 

especifico de faltas," 11 

11. 11>111. P.'.lg. 106 y 107 
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Los juzgados de paz serán llamados así, a excepción si la Corte Suprema de Justicia 

determina lo contrario o lo considere un iuzgado especial, y les de. otra denominación, 

todo esto se encuentra de acuerdo a! Altículo 101 de la Ley del Organismo Judicial. 

Según el A1tículo 102 de la Ley de la ley del Organismo Judicial, en cada cabecera 

departamental debe haber por lo menos un juzgado de paz. En lo que respecta a tos 

municipios, la Corte Suprema de Justicia cuando lo considere conveniente, puede, 

atendiendo a la distancia 'J al número de habitantes, eKtender la jurisdicción territorial 

de los juzgados de paz a más de un municipio y en cada juzgado deberá haber 

también jueces de paz, quienes deberán residir en el lugar correspondiente. 

Los Jueces de- paz estarán distribuidos según indicaciones 00 la Corte Suprema de 

Justicia, los cuales se encargarán de juzgar hechos delictivos o de cualquier otra 

índole que ocurra en el lugar donde fueron asignados. 

Según el Artículo 106 de la Ley del Organismo Judicial, !os jueces menores tienen la 

obttgación de residir en el município de su ju1isdic.dón; y si ésta se. extendiera a dos o 

más municipios, en la sede que haya fiiado la Coite Suprema de Justicia. Los jueces 

no pueden ausentarse de su ¡urisdícción sin el permiso correspondiente. El 

incumplimiento de éste artículo será considerado falta grave. 

Los jueces de paz ejercerán su iurisdicción dentro de los límites del territorio para e.l 

que hayan sido nombrados; su competencia por razón de la mate.tia y de la cuantía 
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serán ftjadas por la Coite Suprema de Justicia; y sus atlibuciones en el orden 

disciplinarto, son las mismas respecto a sus subalternos, que las otorgadas en el 

propio caso a los jueces de primera instancia. 

En caso de impedimento, excusa, o recusación declarados procedentes, o ele falta 

temporal del juez de paz, será sustituido por otro de igual categoría, si lo hubiere en el 

municipio, y si no, por el juez de paz cuya sede sea más asequible. En caso de falta 

absoluta, se proce.derá de la misma manera, mientras la Corte Suprema de Justicia 

nombra a! sustituto. 

-Organización de los juzgados de paz o menores: 

a) Juzgados de paz penal y juzgados de paz de faltas de tumo 

b) Juzgados de paz co1íl y juzgados de paz móviles. 

e) Juzgados de paz mixtos y juzgados de paz comunitarios. 

En relación a los juzgados de paz penal, según to establecen los Attículos 41 y 44 del 

Decreto número 51-92 del Congreso de la República tienen competencia en mate1ia 

penal y tendrán las siguientes atribuciones: 

a) Juzgaran las faltas, los delitos contra la seguridad del tránsito y aquellos cuya 

pena p1incipal sea de multa confo1me al procedimiento especifico del juicio de 

faltas que establece et Código Procesal Pena l. 

b) Tendrán a su cargo el control jurisdiccional de la investigación efectuada por el 

Ministerio Público en la forma que el Código Procesal Penal establece, respecto 
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de los delitos penados con prisión que no exceda de los cinco años, 

excepción de los delitos contemplados en la ley contra la narcoactividad. 

Instruirán personalmente las diligencias que específicamente le este señaladas. 

Están encargados de la tramitación y solución del procedimiento intermedio y del 

abreviado. Conocen además del procedimiento de. liquidación de. costas, en los 

procesos de su competencia. 

c) Conocerán a prev<ención en los lugares donde no hubieren \uzgados de prim~,a 

instancia o, bien se encontrare cerrado por cuestiones de horario o, por cualquier 

otra causa en los casos de de.titos sanC\onados con penas mavorns de cinco años 

de prisión 

d) Practican las diligenci;is urgentes y oirán a los detenidos dentro del plazo que 

manda la Constitución Política de la República. 

e) Pueden auto1izar las actividades de investigación de la policía nacional civil y los 

fiscales del Ministerio Público cuando estos lo soliciten, emitiendo si procediere !as 

autorizaciones para las diligencias y medidas de coerción o cautelares que 

procedan conforme a la ley. Resuelven inmediatamente y de manera las 

solicitudes que se le formulan. 

Para los efectos anteriores, los jueces de paz podrán estar presentes en la práctica de 

estas diligencias, si así lo solicita el Ministerio Público y a peiición de este, dicta las 

resoluciones que según las circunstancias procesan para garantizar los 1ines del 

proceso penal. 
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Durante la etapa preparatoria, en los casos que procesa, los fiscales fundamentaran 

verbalmente ante el jue.z de paz el pedido de autorización e.><\llicimdole los indicios en 

que se basa. Si e! iuez de paz to soticttare el Ministerio Público mostrará el regJstro de 

las actuaciones de investigación. Cuando la diligencia hayan sido solicitadas por la 

Policía Nacional Civil, por no existir fiscalía en el lugar, esta deberá infom1ar de ello al 

Ministerio Público en un plazo mál<.imo de veinte. y cuatro lloras. Puesto el sindicado a 

disposición del juez, este deberá infonnarlo igualmente al Ministe1io Publico en el 

mismo plazo. 

f) Autorizan la aplicación del criterio de oportunidad en los casos establecidos en la 

ley. 

g) Practicaran las diligencias para las cuales fueren comisionados por los jueces de 

primera instancia, siempre que estos no tuvieren su sede en la misrna 

circunscripción mm\\dpal. 

h) Realizan los actos re.!ativos a la conciliación, en los casos y forma previstos en el 

Código procesal Penal y resuelven sobre las solicitudes de aprobación de los 

acuerdos alcanzados a través de la mediación. 

i) Únicamente resuelven sobre la prisión prnventwa, la libertad de los procesados y, 

las medidas sustitutivas, en los procesos sometidos a su competencia conforme lo 

establece el Código Procesal Penal. 

j) Los jueces de paz penal ejercerán el control jurisdiccional ele los actos de 

investigación que realiza el Ministerio Público e.n los procesos sometidos a su 

competencia. 
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En los municipios del país, donde no exista delegación del Ministerio 

ejercicio de la acción penal se continúa desarrollando por la fiscalía distrital que 

corresponda. Posteriormente el juez de paz contralor cte la investigación debe trasladar 

el expecliente al juez de paz de sentencia para la resolución y tramitación de la fase 

del juicio en el proceso. 

Finalmente de confonnidact con el Articulo 44 Bis, los jueces de paz de sentencia 

penal, conocerán en forma unipersonal del juicio oral y, en su caso pronunciaran la 

sentencia respectiva en todos los procesos cuya pena de pristón no exceda de. cinco 

años. Para el ejercicio de sus funciones, estos jueces ejercerán su función 

jurisdiccional con las mismas facultades que corresponde a los tribunales de 

sentencia. 

Los juzgados de paz móviles son el inicio de los tribunales de pequeñas causas de o 

delitos menores en Guatemala. Ya que como se indicó en el presente capitulo 

actualmente atienden asuntos penales o delitos menores especialmente faltas contra 

las personas y contra la propiedad. Así como liecl1os ele tránsito y delitos de. daños de 

menor cuantía. Violencia intrafamitiar y medidas de segutidad. Lo que ha propiciado 

algunas "ventajas para el sistema judicial guatemalteco, entre las que mencionaremos 

a continuación: 

a) se agiliza el trámite y la resolución cte los con11ictos menores, pues su 

especialidad es resolver ese tipo de contravenciones. 
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sociectad guatemalteca que busca justicia 

obstáculo en el poder judicial. 

y muchas veces encuentra un 

e) Se ahorran gastos y se posibilda que los recursos se empleen en el tratamiento 

de la criminalidad menor. 

d) Y estos juzgados trabajan sobre los lineamientos de aplicar los principios y 

criterios de oralidad, simplicidad, informalidad, economía y celeridad procesal lo 

que permite una solución, fácil, sencilla, eficaz y económica para las pa,tes, 

para resolver sus conttictos. 

e) Se utilizan procedimientos de mediación, y conciliación lo que permite que no se 

inicien juicios ldigiosos y desgastantes para las partes. " 12 

12. Ventaja,:; de 13 !ey de pequeMa; cau-sas en materia pena!. 1'1111!:ff~'fiAIW,PJesláencla.q_M.co/J<re;a_new/sne 2007/agostof!f 

060i2007.1Ttm (12 óe ,:;eptlemllre de 2011) 
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CAPÍTULO 111 

3. los conflictos de los tribunales de pequeñas causas o delitos menores 

"AJgunos de Jos conflictos que hoy en día enfrenta nuestro sistema de justicia en eJ 

tratamiento de la críminalidad menor en Guatemala, son: 

- La ausencJa de tnbw;aJes específicos para conocer de pec1ueñas causas penales o 

delitos menores. 

- La carencig de re.cursos humanos, técnicos y mat-eriales para prestar e.l se.tvido y 

resol\/er los conflictos de pequeñas causas. 

- La precaria organizactón, para \a prnstaciór, de s~ri,tcto le.gat d~ o"ficto, tanto de ta 

defensa como de un fiscal especial para conocer de pequeñas causas o delitos 

menores. 

- El no cumpUmtento de ras obttgactones <te ta Pottcia Nactonal CiVil, en el auxtuo de 

personas que sufren agravios por delitos menores. 

- La ausencia de programas por parte del estado en ta prevenctón de la comisión de 

delitos menores." 1.3 

1-3. Pequeflas soIucIoneG a gr.moes prooIemas. www.e11un6ta.nevpage111onc1aMdf.21011111ef()equen&;-so1uc1ones-a-granaes 

problemas. (14 ll~ septiembre lle .2011) 
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Otro aspecto importante que no debemos olvidar es que en el sistema judicial de 

nuestro país los juzgados de paz, sólo conocen y resuelven las faRas que son 

infracciones menores a la ley penal, delitos sancionados con pena de multa, y delitos 

contra la segundad del tránsito. Y en los juzgados de primera instancia penal, 

narcoactividad y delitos contra el ambiente, es donde resuelven todos los delitos 

establecidos en la ley penal vigente, no importando su gravedad y utilizando el mismo 

procedimiento !)en.J.! parn. conocer esos delitos menores y mayores. Es por eUo que al 

no existir tribunales específicos para que conozcan y resuelvan las pequeñas causas o 

delitos menores, se propicta qu~- tos recursos humanos, econón1icos y técnicos 

destinados no se inviertan apropiadamente en la alta criminalidad para lo cual fueron 

destinados, produciendo efectos de impunidad de la justicia en nuestro país. 

3.1 los sistemas procesales 

Los sistemas procesales han sido formas de enjuiciamiento penal, que a lo largo de la 

historia se han venido desarrollando en distintas eras de la humanidad, canfo,me a 

teorías y métodos que se ajustan cada vez más a una política criminal moderna, 

congruente con la realidad jurídica social de todo pais. Entre e.stos sistemas se 

encuentran el sistema inquisitivo, el sistema mixto y el acusatorio. El estudio de estos 

sistemas es importante. ya que a través de. su supe.radón se de.be de responder a los 

principios y postulados de una política criminal, acorde a nuestros tiempos donde el 

acusado de un delito reivindique su calidad de persona humana, y se le devuelva las 

garantías y cternchos procesales que antes se le tenía vedados. 
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A. Sistema inquisitivo: La inquisición es el nombre con el cual se conoce al sistema 

judicial correlativo a ese tipo de organización potfüca. Tu\/o sus inicios en las 

postrtmerias cte! !mpecta romano y desatToHado como derecho un~1ersal \católico}. En 

su época se le considero como la forma \urídica conveniente al desan-ollo y 

mantenimiento del poder absoluto y al logro de la convivencia pacifica ,!entro de ¡;ste 

régimen político_ La palabra inquisición se deriva de los "Ouaestores, que eran los 

ciudadanos encargados por el senado de investigar ciertos delitos_",, 

Cabe recordar que en el senado romano predominaba el derecho eclesiástico cte la 

EcJad Media_ 

"En e.l sistema inquisitivo el Juez investiga de oficio y en su inicio se caracterizó por la 

tortura y toda clase de ton-nentos contra el acusado_ Se afirma que el creador de este 

sistema fue el derecho canónico, que lo utilizó como medio de perseguir la herejía_ 

Actualmente ha sido reemplazado por el sistema acusatorio_ "1s 

14. osorlo, Manuel, Diccionario de ClenciB9 Jurltllcsa. P-olJtlCaEI y Socl8188. Pag. 825 

15. !bici. Pa.g. 926 y 927 
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Este proceso penal tiene las siguientes características: 

a) El proceso se inicia de oficio, incluso mediante denuncia anónima. 

b) El Juez asume la función de acusar y juzgar. 

c) La justicia penal pierde el carácter de justicia popular para convertirse en justicia 

del estado, afinnándose el ius puniendi del Estado. 

d) El proceso es escrito y secreto, carente del conlradictorio. 

e) La prueba se valoraba mediante el sistema de la prueba !asada. 

f) El proceso penal no reconoce la absolución de la instancia. 

g) Se admitió la impugnación de la sentencia. 

h) Los jueces son permanentes e irrecusables, constituyendo un paso para 

la especialización de la justicia. 

i) la confesión del impuíado const~uyó la prueba íundamentai y para obtenerla se 

empleaba hasta la tortura y el tom1ento. 

i) La prisión preventiva del acusado quedaba ai arbitrio del juez. 

I<.) El imputado deja de ser sujeto procesa! y se convierte en objeto de la 

investigación. 

La inquisición respondía a un sistema de proceso penal, que tu\/o su concepción se 

traducía en la concentración del poder central en una sola persona. En este sistema el 

juez investiga, acusa y juzga lo que lo volvía imparcial. Lo más grave sucedía, que el 

juez valoraba las pruebas recabadas por el mismo, durante la investigación Y, no 

velaba por las garantías del acusado. Como consecuencia el acusado no era parte 

44 



procesal, sino un objeto de la investigación. Su fin principal consistía en reprimir a 

quien pertuma el orden jurídico creado. 

De !o anterior se desprende que et sistema inquisitivo ya no responde a tos postulados 

que ei<ige un Estado de derecho, cuyo fundamento es la primada de ta pe.mona 

humana. 

Tampoco responde a una política criminal moderna que apunte a humanizar, reeducar 

y resociatizar al de.lincue.nte, viéndolo como una persona con necesidades espirituales, 

sociales y materiales. 

R Sistema mixto: Este sistema inicia con el desaparecimiento del sistema inquisitivo, 

en el siglo XIX. Su denominación radica en que toma elementos del proceso penal 

acusatorio y también del inquisitivo, pero en cuya filosofía general predominan los 

principios del acusatotio. Este sistema fue introducido por la revolución francesa 

donde se aplicó por primera vez cuando la asamblea constituyente planteó las bases 

de una form.J. nueva, o,ue dlVide el proceso en dos tases. 

Este sistema orienta la forma de iuzgar a! imputado utilizando los procedimientos, tanto 

del sistema acusatorio como el inquisitivo, e.s así como el proceso penal se divide en 

dos fases, la primera tiene por obieto la instrucción o investigación y la segunda versa 

sobre el juicio oral y público. 
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Este proceso tiene las siguientes características: 

"l" El proceso penal se divide en dos fases, la instrucción y el juicio" 

2" Impera el principio de oralidad, publicidad y de inmediación procesaL 

3. La prueba se valora conforme a la libre convicción, conocido como sana crítica. 

4" Este sistema responde a los principios de celeridad, brevedad y economía procesat 

Con eJ sistema mixto prevalecen más las características y la estmcíura de un sistema 

acusatorio que de un sistema inquisitivo. 

C. Sistema acusatorio: En este sjstema Ja característica fundamental del 

enjuiciamiento reside en la división de los poderes que se ejercen en el proceso; por 

un Jado el acusador, quien persj9ue penaJmente y ejerce eJ poder requirente; por otro 

el imputado, quien puede resistir la imputación, ejerciendo el derecho de defenderse, y 

finalmente el tribunal que tiene en sus manos el poder de decidiL 

Existen formas fundamentales y formas accesorias del proceso" Las p¡incipa!es son 

las que se observan en las funciones que se realizan durante el proceso que son tres: 

L- la función del acusadoL 

2"- La función de defensa" 

3"- La función de decisión" 

Si se le imputa a una persona la comisión de un de!tto, alguien tiene que hacer la 

imputación" Así también es preciso conceder al acusado la opo,tuni<la<I de defenderse 
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y rebatir la imputación 

acusado, debe juzgilrsele y debe imponérsele una pena si es culpable o absolverlo si 

es inocente. 

De lo anterior se. concluye, que si las tres funciones anteliore.s están concentradas en 

una misma persona estamos ante el proceso inquisitorio o inquisitivo; por el contrario 

si cada una de estas funciones es ejercida por dtferentes personas. estamos ante el 

proceso acusatorio. 

Se le atribuyen las siguientes características: 

a) La pa1ticipación penal es ejercida, en principio por tribunales con fuerte 

participación popular. 

b) La persecución penal esta en manos de un órgano estatal especifico, el 

Ministerio Público, considerado unas veces como un órgano administrativo sui 

generis y otras como un órgano judicial 1/, por lo menos con una posición 

instttucional similar a ellos. 

c) El imputaclo es un sujeto de derechos cuya posición jurídica durante 

el procedimiento, se considera a la de un inocente. 

d) El procedimiento muesn·a una de las princi1>al"s facE>tas de. la mil<tión y del 

juego alternado del interés público por sancionar los delitos y el privado-aunque 

a la vez público por conservar las libe1tades ciudadanas. 

e) Según los casos, los tribunales son integrados por jueces no profesionales 

y accidentales o solo por jueces profesion~.!es o por ambos conjuntamente. 
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Generalmente, la doctrina atribuye esas características a este sistema de proceso, por'~' · 

la sencilla razón que es el sistema que mejor rnsponde a los postulados de un estado 

constttuciona! de de.recl10, donde el ptincipio de separación de poderes detestado es 

fundamental. 

3.2 El sistema acusatorio en la legislación nacional 

Al conocer a tondo los principios filosóficos en que se inspirn el sistema acusatorio, se 

comprenderá fácilmente que esta fonna de juzgar a una persona, es la que mejor 

responde a un proceso penal, justo, legal y auténtico, donde tas funciones de 

acusación, defensa y de decisión, se encuentren legalmente separadas. 

Se puede señalar que el sistema acusatorio, según la legislación actjetiva penal de 

Guatemala tiene las características siguientes: 

a) La función de acusación te está encomendada al Ministerio Público, por medio del 

Fiscal General de la República y su equipo de fiscales. 

b) La función de defensa, esta atribuida a los abogados colegiados activos y a la 

Defensa Pública Penal. 

c) La función de juzgar y controlar el proceso penal, está encomendada a los jueces 

de primera instancia penal. contralores de. la investigación. 

d) El proceso penal en su fase de juicio, se instituye oral y público, con algunas 

excepciones especificas. 
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e) La fase de juicio penal se desa1Tolla ante un tribunal de jueces letrados o de· 

derecho. 

f) El juicio pena! se inspira conforme a !os ptindpios de inmediación, concentración, 

contradictorio, oral y público. 

El carácter acusatmio y contradictorio en e! proceso penal, así corno ta realización del 

juicio oral. no soto representa un cambio radical en la administración de justicia en 

Guatemala que conlleva un cambio para todos los operadores de justicia. "el juez 

debe hacer una interpretación integral y sistemática del ordenamiento jurídico, para 

lograr una aplicación armónica de las normas procesales". 16 

Un verdadero proceso penal tie.ne. como obl\gatorie.dad que. la acusación sea planteada 

por una persona distinta u órgano distinto de los órganos jurisdiccionales y con la 

participación del defensor el juez administre justicia con la total imparcialidad para 

examinar las propuestas o posiciones de las pa,tes. 

En el sistema en la actualldad existe una separación entre la potestad de juzgar y la 

facultad de investigar. La Corte de Constitucionalidad ha sefía\ado que la 

investigación de los hechos delictivos no fonna parte de la jurisdicción como potestad 

de juzgar y ejecutar lo juzgado. 

16. De. león Velasco, Héctor Anftial. Gula coni:.aptusl ciel proceao p1ms1. Pag. 13 
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i.\l haberse confundido en tiempos pasados las dos funciones en un solo órgano, se ----· 

había desnaturalizado la verdadera función jurisdiccional de los tribunales. Ahora los 

jueces administran justicia de manera independiente e imparcial, como lo ordena la 

Constitución Política de la República, así mismo ya está regulado en el Código 

procesal Penal vigente al nacer una separación de competencias, entre las distintas 

autoridades relacionadas con la persecución pe.na! para el efecto d<i garantizar una 

justicia transparente y efectiva. 

La Corte de Constitucionalidad, explica que jurisdicción es la potestad que 

corres11onde a los tribunales de justicia, que tiene por finalidad la d<,claración y 

realización del derecho mediante la aplicación de la ley a casos concretos y, que el 

Ministeri<l Público es una institución con iunciones autónomas y que le corresponde. el 

ejercicio de !a acción penal pública y actuar como auxiliar de los tribunales y tiene a 

cargo el pracectimie.nto preparatori<l y la dirección de la policía nacional civil en su 

función investigativa. 

Aunque la Corte de Constitucionalidad no haya indicado taxativamente, debe incluirse 

al abogado defensor como una de esas personas o instttuciones que contribuyen a 

reunir los elementos que permiten la función d" juzgar, ya que también cumpl" un 

papel ese11cial en la administración de justicia, y en forma pa1ticular cuando su 

actuación, como auxiliar de los tribunales, contribuye a que exista imparcialidad e 

independencia durante todo el proceso. 
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Uno de los fines primordiales del sistema acusatorio o contradictorio, es que las pa11es 

tengan, frente al órgano jurisdiccional, igual oportunidad para ser escuchadas, 

presentar sus medios cte invesUg_actón y de prueba y para hacer uso de los me.dios de 

impugnación que la ley establece. Se persigue un equíllbrio en el cual el Ministerio 

Público puede ejercer libremente la acción penal pública y el sindicado y su defensor, 

a debida defensa. 

Este equitibrto se con1plementa con ta inteP1endón de un órgano jurisdkctonal 

independiente e imparcial que modele el debate y decida adecuadamente sobre el 

caso en particular. 

En este momento, y esc1ito lo anterior es necesario resaltar la función social de la 

acusación pública, que cumple esa función por dos razones: 

1. El ejercicio de la acción penal recae en un tercero que es objeti'lo e 

independiente, con lo cual se garantiza que et órgano acusador no actué con una 

idea de venganza que en muchas ocasiones podría gular al agravia.do en la 

conducción ctel proceso. Se incluye otra garantía para la sociedad, en el sentido 

de que el Ministerio Público debe ejercer su función con un restricto apego a la 

ley, procurando que no se violen tas garantías constltucionales y procesales. 

2. El Estado garantiza 13 persecución eficaz y la represión de los delitos de mayor 

gravedad o impacto social en representación del agraviado y de la sociedad, con 
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el fin de evitar la impunidad en estos delttos, como resultado de un arreglo, 

voluntario o forzado entre las pa11es. 

la legislación guatemalteca declara que con el proceso penal el estado persigue 

cuatro objetivos fundamentales: 

a) La aveiiguación de un hecho señalado como deltto o falta y las circunstancias en 

que sucedió. 

b) El establecimiento de la posible participación y grado de responsabfüdad del 

sindicado. 

e) En caso de de encontrar participación y responsabilidad, aplicar la sanción al 

delincuente. 

d) La ejecución de la sent;;ncia. 

Es de hacer mención que los fines del proceso no es esencialmente el descublirniento 

de la verdad, sino debe ser la búsqueda de la justicia. Ciertamente ~n la mayoría 

de los casos, hacer justicia significa que se ha demostrado la verdad, pero el 

legislador, en el caso de Guatemala considera otros valores humanos que son más 

importantes que la certeza. 

Es por ello que existen reglas de protección al ciudadano que limitan o condicionan la 

obtención de la evid~.ncia (corno ejemplo la protección de todo ciudadano contra los 

registros o allanamientos arbitrarios o ilegales) y reglas de exclusión de la prueba, por 
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impertinentes, falta de utilidad o por haber sido obtenidas a b-avés de medios 

prohibidos (ver Artículo 183 del Código Procesal Penal). 

También se han incorporado otras reglas esenciales como Jas excepcimrns a !a 

obligación de prestar testimonio o la protección al sindicado en contra de 

declaraciones involuntarias. Para el efecto el artículo 212 del Código Procesal Penal 

establece las excepciones de la obligación a declarar y dice taxativamente: 

No están obligados a prestar declaración: 

1. Los pa1ientes cuando sus declaraciones puedan perjudicar a sus familiares, dentro 

de los grados de ley; los adoptantes y adoptados, los tutores y pupilos 

recíprocamente, en los mismos casos. Sin embargo podrán declarar, previa 

advertencia de la exención, cuando lo desearen. 

2. El defensor, el Abogado o el mandatario del inculpado respecto de los hechos que 

en razón de su calidad hayan conocido y deban mantener en rese1va por secreto 

profesional. 

3. Quien conozca el hecho por datos suministrados por particulares bajo garantía de 

confidencialidad legalmente prescrita. 

4. Los funcionarias públicos, civiles o militares, sobre lo que. conozcan por razón de. 

oficio, bajo secreto, salvo que hubieren sido autorizados por sus superiores. 

las reglas anteriormente apuntadas serian inconcebibles si el único objetivo del 

proceso fuese la búsqueda de la verdad. En un estado de derecllo el legislador 
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escoge normalmente por el menor de los males, ya que dadas las circunstancias, es 

preferible que el caso finalice y se resuelva sin conocer algunos hechos antes que 

afectar valores humanos o se afecte la paz social y familiar. 

Por lo tanto, debe considerarse que la aplicación de la ley penal a un caso 

determinado eiüge la e,üstencia de pruebas suficientes y racionales para considerar, 

que un hecho constttuye delito y que se dan las condiciones necesarias para imponer 

una pena, pero no se el<ige una certeza total y absoluta. 

Finalmente en cuanto al tem3 del sistema acusatorio en nuestra legislación trataré e! 

tema de la acción civil. En Guatemala contrariamente a otros sistemas, la acción civil 

puede ejercerse en el proceso penal. Con dicha acción se pretende obtener la 

reparaci•5n ele los daños y perjuicios causados en la comisión del delito, acorde con el 

principio de economía procesal. "De ahí que Federico Puig Peña define la 

responsabilidad ci\/il como la obligación que compete al delincuente o a deteiminadas 

personas relacionadas con él mismo, de indemnizar a la víctima d"I delito d" los daños 

y perjuicios sufridos con ocasión del 11echo punible". 11 

17. De León Ve:tasco. Héctor Anrtial y De Mata Vela, José Francisco. cure.o de dereeho penal guai:&11al19co P3g. 30-3 
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En los casos donde se ha ejercido la acción civil, los tribunales de sentencia penal 

1iiaran la manera en que el bien será restituido o eo su defecto la indemniZaclón 

correspondiente. 

Es de l1acer mención que~ eiecuctón de la sent~-ntta no podrá eierdtarse por los 

tribunales penales, siendo de competencia ex.elusiva de tos juzgados de orden civil y 

únicamente. a instancia de parte.. En caso de e1ercltarse coniuotamente ambas 

acciones, la parte que la írwoque, debera te.ner pres~nte la naturalez:a distinta <le esas 

dos ramas cte\ derecho y prepararse para tales fines. Por lo que la acción y la 

responsabUídad civil se rigen por el Código Procesal CM\ y Mercantil y leyes añn~s y 

en lo que res,le.cta a las reglas de la pru~ba y su incorporación al proceso penal, 

deberá necesariamente adaptarse a las de\ juido oral según la forma señalada e.n el 

Código Procesal Penal. 

La acción civil es accesoria a la penat, por lo que seguirá ta suerte de. la principal. El 

hecho de que elista la posíbiUdad de ejercer ta acción ci\Jil al intertor de.t proceso penal 

no impide que se haga de manera independiente, aunque 110 acumlllaUva., ante los 

juzgados CÍ\/ile.s ·'1 una \Je.z ~Jercttada ante e.stos últimos, no podrá ejercitarse 

simultáneamente ante. los tribunales penales. 

Por último fHl debe confundirse el quereltante adhesivo con el actor civH, ya Que en 

materia procesal son dos sulelos distintos, a pesar de que en algunos casos ambos 

papeles pueden coincidir en la misma persona. 
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3.3 Principios del derecho procesal guatemalteco 

Los principios proces.J.tes, consttt.1Jye en un tema impo1tante que merece un 

tratamiento especial, pues tiene relación directa con las garantías constducionales. 

Los principios son muy distintos, y con frecuencia opuestos entre sí, imprimen o 

reilejan el contenido político del proceso y de su combinación, surgen !os diversos 

sistemas de enjuiciamiento penal. Corno la brújula guía los barcos en alta mar, así los 

principios procesales orientan y guían a las parte.s y al propio juez durante 

substanciación del proceso penal. 

La bondad v acierto de !os pctncipios que fiJ~m !3. actividad procesal, pueden influir 

decisivamente en la obtención de los 1ines del proceso. De aquí la n,;cesidad de 

ocuparse de ellos con su constrncti\JO sentido critico. 

Los principios procesales son las directrices o líneas matrices dentro de las cuales han 

de desarrollarse las instduciones del proceso o bien, son valores y postulados 

esenciales que guían al proceso penal y detem,inan su manera de ser como 

instrumento, para realizar el derecho del estado de imponer las consecuencias 

jurídicas derivadas de los actos humanos tipificados en la ley, como delitos o faltas. 

Conviene señalar, que la mayoría de procesalistas no definen los principios procesales 

sino únicamente los clasifican y enumeran los plincipíos conceptuales de 
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imparcialidad, de oficialidad, del contradictorio y acusatorio; principios instttucionale:,~!:'.!:!:.;1/ 

legalidad y de catidad; y principios estructurales de la iusticia técnica 'J de la iusticia 

popular; cte monopolio y concurrencia en la acusación; de einculación y de 

desvinculación; de defensa obligatoria y de defensa facultativa; de la audiencia 

obligatoria y de la audiencia facultativa del acusado; de la verdad material y de la 

verdad formal; de la prueba libre y de la prueba legal; de la oralidad y de la escritura; 

de la concentración y del orden sucesivo; de la inmediación subjetiva y de la 

meditación; y de publicidad y de secreto. 

Aunque es de considerar que no todos los que este autor incluye como principios, son 

considerados como tales, ya que la lectura de los mismos se desprende que algunos 

constituyen un fin del proceso penal y no como principios, tal es el caso del principio 

de verclad mate,ial y de la verdad fmmal. 

De acuerdo con la legislación adjetivo penal, se puede. decir que los principios 

procesales que inspira el proceso penal guatemalteco, se fundamenta en la oralidad, 

la publicidad, la inmediación, la concentración, la contradicción, la celetidad y la 

legalidad. Estos principios constituyen un conjunto básico armónicamente sintonizados 

en el proceso penal. 

Por otra parte, se considera que los principios procesales "son un conjunto de pautas, 

sistemas y líneas jurídicas, que la legislación (Constttución y el Código) regula, para 
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orientar a las partes y al juez, dentro de la substanciación del proceso penal, desde su:~!!~ 

ínk;iación hasta S!J finaJización". 1a 

Oe ahí que los principios generales del dere<:110 son sumamente 'Jalíosos para 

flexibitiZar la jurisdicción, y porque constttu'jen elementos valiosos de interpt·etación 

Que facilitan la compresión del espíritu y los propósitos de. la imisdicci6n penal. 

Por lo tanto se puede afirmar, que. los principios procesales son lineas que orientan y 

dirigen a las pattes y al juez en un proceso penal, y que posibilitan el respeto de 

tos derechos y garantías procesales emanados del orden consUtuclonat. Pues 

fundamentan el Estado de Derecho y fortalecen ta función jurisdiccional, asegurando 

que pre\Jalezca la Justicia, como una cte tas vlttude.s ':I valores más anhelados d~ ta 

persona humana. 

A. Principio de oralidad; La ex.presión verbal u oral, ha constituido una de las formas 

más primartas de comunicación en la historia de la humanidad. Desde su inicio nasta 

nuestros días, el ser humano la ha utilizado coma un modo natural de comunicars~ 

dentro de sus relactones sociales. Ta! aseveración, re\/\ste. importancia en el proceso 

penal, por ser ra forma más lógica cte comprensión y canalización ele i<ieas y 

dentro de sus relaciones sociales. 

18. Par usem, J ri~t Mynor. El 1u1c10 or81 811 el pro1:t110 penal guatemalteco. Pag. 101 y 102 
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Tal aseveración reviste importancia en el proceso penal, por ser la forma más lógic;'·~~ 

de comprensión y canatización de. ideas y tiende a que el orden jurídico 

perturbado, logre su restablecimiento de una manera directa y efectiva, ya que por 

medio de un proceso oral, los principios básicos de publicidad, inmediación, 

concentración y contradicción alcanzan su realización más plena. 

En este orden de ideas, la palabra hablada es la manifestación natural y originaria del 

pensamiento humano_ Y porque la oralidad asegura el contacto directo entre los 

elementos de prueba y el juez de sentencia penal. Representa_ la forma natural de 

esclarecer la verdad, de reproducir lógicamente el hecho delictuoso, de apreciar la 

condición de las personas que smninistran tales elementos, de proscí\bir cmtapisas y 

limitaciones subjetivas que de.rivan tlel proceso escrdo, de hacer imposible o muy difícil 

toda argucia dirigida a entorpecer el descubrimiento de la verdad. 

Estos elementos coinciden en que la oralidad es un instrumento, un mecanismo 

previsto para garantizar cie11os principios básicos del juicio penal. En especial, la 

personalización de la función judicial. Esta importancia de la oralidad proviene del 

hecho de que ella es_ el único modo eficaz que nuestra cultura ha encontrado hasta el 

momento, para darle verdadera posltividad o vigencia a los principios mencionados_ 

Las bondades de la oralidad se advierten especialmente, en cuanto a la persona y 

man!festaciones de! imputado, a la persona de carne y hueso que está sentada en et 

banquillo de los acusados; que protesta ser inocente o sufre el peso inexorable de la 
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prueba que se recibe -ante sus ojos; que niega la imputación o explica los hechos que e~~-~ 

se le atribuyen; que e.stá frente at juez clamando por una iusticia humar.a v no por 

cákutos qu-e- vayan fríanwnt€. cte un n-i.irümo a un rnáx.ímo !e.gal~ que es el ob}ato centra! 

de nuestras preocupaciones. 

En otras palabras, la oralidad contribuye a 1\ei,;ibí!\zar !a función jurisdíc-:ional, ya que 

es en presencia del tribunal, donde se producen las pruebas y donde se establece la 

verdad histórica del hecho v, todos los actos procesales más Importantes de! ju~cio. 

Sobre todo porque no se mediatiza la verdad, a tra,és de un of!Cial tramttador-. lo cual 

fue uno de. tos aspectos que rn:ás c.ríUca pr<wocó al có<ií~.10 anterior. 

La oralidad c.01T10 \)rlncipio procesa\, encuentra un fundamento en el A_rticuto 362 del 

Código Prnce.sal Pe.na! que literalmente. ecstablece: "el de.bate será oral En e.sa forma 

se. producini las dec!arnc\ane.s de.! acusado, de. los órganos de prueba y las 

intervenciones de. todas tas pe.rson:as que participan en él. las resatucione.s det 

trtbunal se dictaran \/e.rbatme.nte., quectancto ncitmca({QS t<K!os por su emisión, pe.ro 

constaran en e! acta del debate". En efecto, la audiencia, para ¡,ermitír la participación 

inmediata de todos los actores en la escena del juicio, debe transcurrir oralmente, 

concentran-do sus actos particulares en un bre-ve periodo, con solución de continuidad, 

ante el tribunal de sentencia. De lo anterior se. int1e.rn que la oralidad tiene stl m~xíma 

manifestación en el illlcio arai penal. 
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debate rlepende del principio de oralidad. Esto le da consistencia al proceso penal, 

pues, eJ juiclo se des.arrolla e.n pre.sencia de. los }ue.ces, en forma púbRca y frente a las 

partes procesales. Actemiis de otros favores que. este principio otorga, concede las 

condiciones procesales que hacen viable la observancia y el respeto de los derechos y 

garantías procesales que regutan la Constitución v ios Convenios tnternac:lonales, 

como el derecho que. tiene todo imputado a ser juzgado a través de un juicio oral y 

público, donde pue.de eíecu,1amente hacer ,aler sus derechos de defensa por medio 

de su de.tensor técnico, , e.n condiciones de igualdad, para que combinados tocios, 

pem1ttan la obtención cte. una se.ntenc-!'a Justa. 

En conclusión ia orn.ttdad re.viste importa.ncia vlt-al \Jara el proceso penal, pue.sto que. 

Guatemala es un pais muitilingüe, en et que algunos municipios de la república, a la 

persona se le comprencle al escucharla en su iclíoma materno por medio de un 

intérprete. Además porque este principio, es e! que mejor se adapta at sistema 

-acusato1i1J, es el que tiene un-a e.strncha vinculadón can los prtncipios de. inmediación v 

de concentración que persigue la unidad de! debate. 

B. Principio de inmediación: Como lógica consecuencia de la aigencia d"l principio 

de oralidad surge e! principio de inmediación. Este principio aparece tambi~n en ta 

fase probato1ia y se une en fom1a inseparable a !a oralidad, para funcionar como 

principios hermanos que dan fundamento al sistema a.cusatorio. 
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inmediata, directa 'l simultáneamente los medios de prueba que h•n de ciar 

fundamento a la discusión 'J a la sentencia. Por consiguiente, la regla de. ímne.diadón 

irnpl!ca: 

l. Contacto directo del Juez, con los elementos probatorios en que ha de basar su 

juicio y decisión. 

2. El contacto dí.recto de. todos los sujetos prnce.sate.s entre. si, en e.t mome.nto de 

recibir esas pntebas. Ambos aspectos son importantes. 

Lo ante.tior tmplica la mfoüma re.1-ación, el más e.str12.cl10 contacto y la n-1ás ínUma 

comunicación entre el juez, las partes'} los órganos de \)rueba. La inmediación permite 

recoger directamente hechos elementos y evidencias que dan mayor obietividad a la 

administración el" justicia. 

La inme.cltación signmca que et Juez debe encontrarse. en un estado de. p;:_\'iKión directa 

con las partes y recibir personalmente las pruebas prefiriendo entre estas, las que se 

encuentran balo su acción lnme.dlata. 

La presencia de los Jueces implica, entonces, el desarrollo de ciertas cualidades de 

obsetvación, recep\Mdad, re.11eisión y análisis El proc<lso penal produce 

consecuenc\as jurídicas d<l importancia ya que gooera e.\ titulo apto, para entrar e.n la 

es,e.ra jurídica iundame.ntal de la libertad de! individuo. Mo puede por tanto, consentirse. 
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que las actuaciones que dan base a la sentencia se lleve 

jueces. 

Este pr!nclpto procesal se h;JCB p.J.tente en el proceso penal, pues de ;¿¡_cuerdo can el 

Código, ""ige que el debat" se realice con la presencia ininterrumpida de los jueces 

!!amados a dictar la sentencia, del Ministerio Público, del acusado, de su cteiensor y de 

las demás partes o sus mandatarios·, claro "stá que las partes prtncipale.s del proceso, 

no pueden abandonar la sala donde se desan-olla el juicio, excepto las pa1tes civiles. 

Por conslguiente. la vigencia de. los ptincipios de. ornl\dad e innw.diación ha de obligar, 

par otra parte., a que !a sentenci3 se.a dlctada también con tnme.dlatez. te.mpora! 

porque, de otro modo los resultados favorables de aquella, tales como las impresiones 

y recuerdos, se borran o desaparecen de la memoria de los miembros del tribunal, lo . . 

qu;; moti'iaria fácilmente que las pa,te.s impugnen la se.ntencia a tra,,és ,le los recursos 

legales que eKisten a su alcance. 

C. Princjpio de concentración: La inmediación exige también una apror.,imación 

temporal entre ra rnce.pdón de la prueba v e.l pronunciamle.nto lmisdiccionat qu-e se 

basa. en ella. Por eso, los beneficios del principio se aseguran mediante la regla, de 

que el debate debe realizarse durante todas las audiencias consecutivas que sean 

necesarias hasta su terminación. Esta concentración de los actos que integran el 

debate (la regla se denomina también así), asegura que la sentencia será dictada 
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inmediatamente después de que sea examinada la prueba que ha de 

fundamento, y de la discusión de las partes. 

La relativa unidad de tiempo que resulta de esta regla, permite la actuación simultánea 

de todos los sujetos procesales y una valoración integral de las probanzas, alejando la 

posibilidad de que se olvide el resultado de los medios probaloJios recibidos o los 

interprete de mocio lncorrecto. 

Con este principio se procura, por un ta.do, evitar que el fraccionamiento de los actos 

cte.! de.bate. de:fonTv;:1. la realidad con la intrnducci.ón e.n e.le.mentas e.r.trn.ños, 'J por el otro, 

asegurar o,ue tos recuerdos perduren en ta. memoria de tos jueces en el momento de la 

de.libe.ración y de. la de.cisión, que. e.s ia acti\/idad que e.nc¡e.rra la tare.a de. s\nte.sis cte 

todo el itücio, siendo necesario que el .Juez. en el ni.omento de pronunciar el_ fallo, tenga 

vi•10 e.n la mente., todo lo que ha o\do y visto. Entonces e.l de.bate. y la substanciación 

de pruebas, medula espinal del juicio oral, deben realizarse en base a este princi¡1io, 

e.n forma concentrada en e! tiempo ven el espacio determinado. 

Esto significa que no pueden nevarse a cabo en localidades. diversas, salvo 

eKo~pciones determinadas. L• concentrnción procesal, e-stá regulada \]Or el Código en 

el artículo 360, al señalar que el debate continuará durante. todas las audiencias 

consecutivas que fueran ne.cesatias hasta su conclus\ón. La norma retadonada 

continúa con algunas causales que podrí•n motivar la suspensión del debate, pera 

únicamente por tm plazo már.imo cte diez dias_ 
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En resumen, este principio consiste en que en una sola audiencia, se debe efectuar y'-.::.~ 

reunir, la totalidad de los actos procesales, que interesan al proceso penal; claro 

dentro de estos se encuentra los actos probatorios, lo cual otorga a las partes el sabor 

jurídico, al vivir la ¡usticia en carne propia, como valor, vi!1ud inher<antes a la persona 

humana. También porqu,; el debate se realiza de manera continua y secuencial, en 

una sola aud\e.nctc1. o en una serte de. audíendas conwcutWas que no podrán 

interrumpirse sino eKcepcion:J.tmente. 

O. Principio de publicidad: El principio de publicidad de las actuaciones procesales 

es una conquista del pensamiento liberal fi·ente al procedimiento escrito El movimiento 

liberal opuso la ¡1ublicidad del procedimiento como seguridad de los ciudadanos, 

contra e{ árbitro y e.v~nb..ta!e.s n-i.anipulac(one.s gubernarnentali?as en la consHtuclón 'J 

funcionamiento de tos tribunales, así también, como medio para el foi1alecimiento de ia 

confianza del pueblo en sus tribunales y como instrumento de control popular sobre la 

justicia. 

Significa esto que e.t juicio púbi~co !mp!lca un modo patticular de insertar ia }usUcia en 

el medio social. Implica que ella cumple con su tarea de transmitir mensajes sociales 

sobre la efectiva vigencia de los valores que tundan la convivencia. Por eso 

Francesco Carrara, insistía en que si e.l jLlic\o es secreto, la población no tiene 

posibilidades de percibir el juicio como algo justo. 
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juicio, refiere que consiste en la posibilidad que tiene cualquier persona, que no es 

paite en el proceso, de estar presente en aquellos actos que el legislador dispone 

deben realizar en público Esta de1inición parece, acertada porque corno todo derecho, 

no es absoluto, \J eKisten límitaciones, que sin abolir el principio si to resttingen, sobre 

todo durante la etapa de investigación preparatoria", ,s 

La publicidad, la oralidad, la inmediación v la concentración, son prtncipios procesales 

que fundamentan el sistema acusatorio. Son las bases en que descansa el 

prnce,ctimiento iudicial moderno, Nada más hermoso que la ¡usticia a pue1tas abiertas, 

en donde el me¡or censor de la justicia, es el pueblo, La \füblicidacl es una garantía de 

iusticia v de libertad; el imputado encuentra en ella una tutela conirn la calumnia, la 

ilegalidad y la parcialidad, 

El principio de publicidad tiene sus antece<lentes en la declaración Universal de los 

derechos humanos, que establece, Toda persona tiene derecl10, en condiciones de 

plena igualdad, a ser oída públicamente v con justicia por un tribunal indepe.ndiente e 

imparcial, para la determinación de. sus derechos y obli~1aciones o para el e,l<amen <le 

cualqute.r acusaclón contra ella en materia penal. 

19. De Léon Vela:;co, H\!!ctor .A.nlbal. Gula conC11ptual d-111 proooso penal. Pt!g. 44 
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El Código Procesal Penal ele.termina: La función ele los tribunales de justicia en 

procesos es ob!igator\a, gratuita y publica. Los casos de diligencia o actuaciones 

reset'ladas serán sei\31,Klos expresament~. por la ley. Además dete,mina que el 

debate de.be cte ser público. Sin petjuicio de que el tribunal pueda resoiser de oiicio, 

que. se. efectué, total o parcialn1e.nte, a pue.ltas cerradas, to que. tógicamente. obedece. a 

circunstancias que fa;¡orecen una mejor administración cte. justicia, en casos. muy 

excepcionales. 

En es.te s.enttdo, el Tribunal puede re.solver, aun de 1Jficio, que se e.fe.ctué total o 

parcialrnente a puertas cerradas, cuando: 

1. Afecte directamente al pudor, la vida o la inte.gridad íisica de alguna de las pa,tes 

o de ta persona citada parn pa1ticipar en él. 

2. Afecte grasemente el orcte.n público o la segurida,l del Estado. 

3. Peligre un se.ere.to oficial, particular, come.rciat o industrial cuya rn,1elªción lndebtda 

sea punible_ 

4. Esté prn,tsto específicamente. 

5. Se ex.amine a un menor, si el ttibunal considera inconveniente la publícidad, porque 

lo expone a un peligro. 

En "ste caso, la resolución se.r;\ 1ündada y se hará constar en el acta del debate. El 

tribuna! podrá \mponer 3 tos que interviene.n en e.t caso, el de.ber tle guardar res-e.rva 

sobre. los hechos que. pr~senctamn o conocieren, <:te.dsión que. también constará e.n et 

acta del debate. 
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En síntesis se concluye diciendo, que este principio garantiza a la sociedad el grado de ---

pureza y claridad de los actos procesales que se realizan, en presencia de las pattes y 

del público en general, a quie-n al final de cue-ntas, va dirigida la justicia_ Verbigracia, 

como l.ln hecho trnscendental e. histórtco, se puede m-encionar el primer iuic\o oral 

desatTollado en el departamento de Clliquirnula, el 25 de octubre de 1994, que si bien, 

liJe criticado por algunos aspectos insignit\cantes, la publicidad que ge.neró, tuvo su 

máxima mantfe.stadón por cuanto se pennitió, que. la prensa in{\re.s:arn ~! de.bate., to 

cual permitió que la iusticia fuera percibida y sentida en toda la rn11ública de 

Gu~.temala. 

E. Princi11io de contradicción: Con base a la garantía constitucional, del dernctlo de 

defensa que asiste al imputado, la legislación adiet~,o pe-r1al establece un régimen de 

bilateral<dad e igualdad, en la relación jurídica procesaL Esto da oportunidade-s 

sufi.ctentes a !as p:i3.ttes prnces,3.!es, para oponerse en iguales condiciones de 

acusación y defensa. 

Por este prtncipio, las partes tienen amplias facultades para hacer valer sus derechos y 

garantías en el proceso penal, pues mientras el Ministerio Público ejerce la 

persecución penal; por otro lado, el imputado tiene- la tacultact de cteJenderse de esa 

imputación que se- le hace_ De allí que las partes, por este principio, tienen el derecho 

del contradictorio, de oponerse a la imputación que- se les llaga_ Para que esto sea 

e.fecti\/0 se hace ne.cesarlo también, que: ambas parte.s pro.ce.sales., acusac{ón. y 
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defensa, tenga los mecanismos ele ataque y defensa e idénticas posibilidades de ---

aJegación, prueba e impugnación. 

Esto produce que. la libre y abtert.a -contradlcdón entre \a acu~ac,óo. y ta defensa, ante 

un juez n'l \/tncula<to en la formación de su cQnvenctmie.nto, permita a, imputado hacer 

valer sus derechos en ltbertad \J ser inoce1,t~ hasta la pronunciación de la sentencia 

pasada en cosa juzgada. Por lo consiguiente las partes deben de tener: 

a. Oportunidad de ser oidas por e\ tnbunal dural\te et proceso, especiatmente antes 

de \a de.eisión iurisdicci<mal capaz de afectar sus intereses. 

b. Posibilidades d~ i)fO\/Ocar el ingresa al proceso die las pmebas pert\n~t\tes y út~s. 

c. PosibHid(l.d de controlar la actividad judicial o de la pa1te contraria. 

d. PosibHidad de refutar los argumerttos que pueden afectarlas, o sea , los que tiendan 

a demostrar su cut1labilidad (si es el imputado). o la falta de derecho a reclamar la 

indenu\ización que persigue el actor civil o su resp<insabiUdad cMI del 

demandado civiimente. 

Por el principio de contradictorio, las partes procesales poseen el mismo derecho, en 

igualdad <te co,vltcioQnes, que pueden aet.,sar ~ defenderse en la relación !urkUca 

procesal conf<,rme a los mecuos jmidi1:os qu~ la misma ley otorga a cada parte. 

Es decir, que al fiscal le corresponde pedir una sentencia condenatoria, conforme al 

m<\ndato de su función, en tanto que el abogado de.f~nsor, procura una. sentencia 
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resulta ser el fin último de la defensa. 

f. Principio de celeridad 11rocesal: El legislo.dar. al establecer el principio de 

conce.ntración prncesal, automáticamente introduce e.l p1incipio de celeridad. Este se 

trnduce en la obligación que ti<m<l el Juez en substanciar el proceso penal, en el menor 

tiempo posible. Este principio también es extensivo de aplicarse por el Ministerio 

Publico, institución que por mandato legal debe agotar e.n fo1ma rápida la fase 

preUrninar o de investi~tación. Pani los efectos, que si eJe.cti\Jamente. ey,,_iste un de.tito v, 

resultan indicias suficientes contra alguna persona, de.be fornmlar ::.i:.n.te Juez 

compete.nte la acusación y pedir la apertura del iuido penal. 

Desde una perspectiva constltucional, el principio de celeridad se manifiesta también 

como un auté.nticc derecho fundamental, que. a todo ciudadano asiste, de. existir un 

proceso sin dilaciones inde.bidas y que su causa sea oícia dentro de un plazo 

razonable. Se trata de un derecho subjetivo constitucional que asiste a todos los 

suie.tos que. sean parte. en un procedimiento penal, de carácter autónomo, aunque 

instrnmental del derecho a la tutela, y que se di1ige a los órganos del poder iudicial 

(aun cuando en su ejercicio han de estar comprometidos todos los de.más poderes del 

estad.a), ya que eUos tienen \a obli~tación de actuar en un plazo razonable, et ius 

puniendi o de reconocer y, en su caso, restablecer inmediatamente el derecho a la 

libertad. 
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3.4. La legalidad procesal en la creación de tiibunales del 

conocer pequefias causas o delitos menores 

El Articulo 2D3 de la Constitución Política de la República estaNece que la función 

jwisdiccional conesponde con exclusividad a la Coite Suprema de Justicia y demás 

tribunales quienes en la aplicación del derecho positivo a casos concretos, deben 

juzgar y promover la ejecución de lo juzgado. Asimismo el Articulo 15 de la Ley del 

Organismo Judicial establece es deber de los jueces y magistrados resolver 

personalmente los asuntos sometidos a su conocJmiento, deber al que corresponde 

correlativamente aJ derecho de- acción y el ~cceso a la justicia, según Jo establece el 

Attículo 29 de la Constnución Política. 

lo anterior lo as1e.nto por cuanto los tribunales de peque.ñas causas o delitos menores 

continuarían cumpl\e.ndo con los fines del proceso, es decir: 

a) la averiguación ele un hecho señalado como delito '/, las eircunstancias e.n que 

sucedió. 

b). e! estalll,;cimiento de la posible participación y grado cte responsabilidad del 

sindicado y, en su caso, 

e). la sanción de.l delincuente. y, 

d). la ejecución (le. sentencia. 

En ningún momento se. deJaria fuera la participación que te. c.orrn.sponde. sE>.gún la le.y al 

Ministerio Público; El juez seguiría con todas sus atribuciones y fu.ne.tones del s!ste.Ina 
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acusatorio vigente en Guatemala con la única diferencia que cie11os 
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considerados de bagatela o de ínfima cuantía en la dochina penal, serian juzgados por 

esta clase de tribunales, lo cual implica un tratamiento punitivo especial, cambios en 

tos órganos v e.n las autoridades competentes, v la conUnuación de un proce<timiento 

oral y rápido, logrando descongestionar los tribunales de primera instancia penal, y 

que estos sigan conociendo los compo1tamientos que revistan mayor gravedad 

criminal. 

3.5 El ¡uinci¡>io de insignmcacia o bagatela 

Las afedac:iones de bienes iurídicos exigidas por la tipicidad penal requieren siempre 

de alguna ~trnve.dad, por lo cua! no toda afectación mínima al bien jurídico, es capaz 

de conligura, I;; a,ect;;ción re.que.rida por la tipi,:idad penaL Según el principio ele 

ínsignfficancia o bagatela tas afectaciones insignfficante.s de bienes iurídicos no 

constituyen lesividad relevante a los fines de la tipicidad objetiva, y he de destacar que 

en casi todos los tipos e.n que- los bienes jurklicos admitan le-siones graduables, es 

posible concebir actos que sean insignificantes. 

Sigu\€.ndc esta linea de pensamiento ta insigni"fi.cancia de ta atectaclón excluye la 

tiplcidad, pero la misma sólo se. puede estable.cer a través de ta consideración 

conglobad.a de la norma: "todo el orden nonT,aUvo persigue una finalidad, tiene un 

sentido, que es el aseguramiento jurídico para posibilitar la coexistencia que evite lo 

~1uerra civU {la gue1Ta de todos contra todos)". La insignfficancía sólo puede surgir a ta 
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en pa1ticu1.ar, y que nos indica que esos supuestos están e1<duidos de su ámbito de 

pro!1ibició11, lo que no se puede establecer a la simple luz de su consideración aislada. 

Así, sostengo que no toda tesión al bíen jurídico configura la afectación típica requerida 

por un tipo penal, el\plicitando que el análisis de la afectación al bien jurídico no puede 

hacerse en forma abstracta a meramente formal. 

Desde. el punto de vista de la teoría del deiito, la afectación a un bien iurklico cumple 

una función limitante de la tipicidact, de modo tal que una lesión insigniiicanle, 

rnsultaria atípica al no revestir la entidad suñciente para demandar la intervención del 

estado, parüendo d,e manmesto e! carácter de útt.irr•.a ratio del derecho pe.traL El 

principio de. insignificancia representa un •:rite.río de indole intHpr;c;tativa, restrictivo de 

la tipiciclad de la conclucta, partíendo ele la consideración d<ll bien iurídico y en la 

medida cte su lesión o 11uesta en pe.tigro concretamente. "Por lo cual el estado debe 

aplicar el ptinctpio de intervención mínima." 20 

20. Diez Rlpoll~s. Jo,;é Luis y GlrTiénez-Sallna:; 1 Colomer, Esttle.r. Manual ae aereclrn penal gu8l:Bma1teco. Parte general 

Pt!g. iO 
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3.6 El p!incipio de proporcionalidad 

Este principio responde a la idea ele evitar una util.ización desmedida de !as sanciones 

que. conlliwan una privación o una restricción de la libertad, para ello se limita su uso a 

lo imprescindible, que no es otra cosa que establecerlas e imponerlas exclusivamente 

para proteger bienes jurídicos valiosos. 

Encuentra su justtficación en distintos prece.ptos de. la Constitución Política de la 

Repúb!ka aunque no la recoja expresamente, así en el prnárnbulo donde se ~ncue:ntra 

e! espir!tu ele !a ConstitLKión, se afirma la primada de !a persona humana como 

sujeto y fin del orden social 

En el A1ticulo ·t se declara que el estado de Guatemala se organiza para proteger a la 

p"rso11a y la iamilia y en el A1ticulo 2 se. regula que es deber del estado garantizar a 

sus habitantes la vida, la libertad, la justicia, !a seguridad y la paz y e! desarrollo 

integral de la persona y, en el A!ticulo 4 se establece que los seres numanos son libres 

e. iguales en dignidad y dernchos_ Estos ~.rtk.ulos configuran el estatuto básico i:::!ei 

ciudadano v, por tanto sólo se pueden limitar en casos excepcionales. A.l relacionarto 

con estos Articulos !lace que el p1íncipio de proporcionalidad tenga rango 

constitucional. 
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El principio de proporcionalidad suele estudiarse desde dos sentidos: el amplío y el ~ 

estricto, pero este último ""· encuentra recogido dentro del primero_ Por tanto, la 

proporcionalidad en sentido amplio engloba tres exigencias: 

1 _ la exigencia de adecuación al 1in_ Esto implica que el juez o el le~1islaclor tiene que 

elegir la medida o sanción que sea adecuada para alcanzar el fm que la justifica_ 

Para ello lían cte tener en cue-nta el bien jurídico que se tutele_ La pena óptima ha 

de ser cualttativa y cuantttativamente adecuada al íin _ 

2. La exigencia de necesidad de pena. Si se impone una pena innecesaria se comete 

una injusticia grave, para que la pena sea necesaria tiene que darse 3 requisitos: 

(los úttimos clos dirigidas sobre todo al legislador, al juez solo en la medida en que 

tiene que individualiz.ar). -la eKigenci.a de menor injerencia posible o de 

inte.tvención mín¡ma. -la eKigencia de tragme.ntactedad de la pena. -la exíge.ncia cte. 

3_ La proporcionalidad en sentido estricto: se exige básicame.nte al jU€-Z para que este 

realice. un juicio d~ ponderación o \Jalorac~ón donde. valore la carga o gravedad cte. 

!a pena (!a cual tiene que venir dada por determinados indicios: gravedad conducta, 

bien a proteger, etc_) y el fin que persigue con esa pena_ 
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CAPÍTULO IV 

4. Soluciones sobre tribunales que conozcan <le pequeñas causas o <lelitos 

menores 

Con la creación de los iuzgados de paz mó,1íles en et año 2001, el Organismo Judicial 

ha dado su primer paso para el tratamiento de la criminalidad menor en Guatemala. 

Esta nue\fa rno(ta!!dad c!e iusticla a te.ni-do mucho é.rjto en \i-arios p-aíses de. 

LaUnoamérica tat es e! caso atgunas ciudad.es \mpo1tantes de Brasil, la ciudad de 

Bogotá en Colombia, reci-e-nt>?.mente en la prcfüincia de Santa Fé, ciudad de Buenos 

Aires en Argentina, en la ciudad de Quito, Ecuador. "Algunas de las ventajas de que 

existan trfüunates de pequeñas causas en Guatemala, y que. contribuyan a la solución 

del tratamiento de la criminalidad menor son: 

·¡. Se agiliza el trámite y la resolución de. los comlictos menon,s. pues se especializa 

el tratamiento de las contra,enciones penale.s, así como de los delttos me.norns y 

se establecen prnce.dimientos eficaces para la sanción de. estos il(citos. 

2. El tratamiento cte la criminalíctacl menor s~ trataría baio los lineamientos de los 

criterios de oralídad, simplicídact, inmediación, economía procesal, celeridacl. 

3. Se establece la posibilidad de ahorrar gastos al estado y que los recursos se 

empleen en el tratamiento de la criminalidad mayor. 

4. Por el uso de la conciliación y la mediación, asl como de la agilización de los 

procesos por delitos menores o pequeñas causas, se evita que ingrese gran 
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cantidad de casos a recargar el sistema 

respuesta lenta al usuario. 

5. E.xistiendo tribunal~s d~ pe.qu~ñas cau~s ,e,specializados p~ra et tratamiento de la 

criminalidad menor en Guatemala. se descongestiona el sistema de justicia penal. 

6. Con ta ere.ación cte tribtma\~s cte pequeñas cau-sas e.n Guatema\a, se cutnplirá uno 

de los objetivos mas importantes del estado, QUe es el acceso a la justicia, para 

beneficiar :J. los sectores marginados y ciudadanos de escasos recursos. "21 

4.1 Cau!;as y efe.dos <tue fundamentan la creación de trtbunales de criminalidad 

menor 

EY..ísten clertos problemas imídicos penates, especialmente. de me.nm· \J mínima cuantía 

penal, que no Uenen una respuesta jurisdiccional adecuada. Por ello se 1>ercibe en la 

sociedad corn(J situaciones de denegación d,e justicia o <:le sentimiento de. impunidad. 

Todo ello genera una serie de consecuencias sociales ne{!ativas, como malestar 

social, desconfianza Gf\ las instituciones, sensación de injusticia y desprote.cdón e 

inseguridad, atentando gravemente contr3 la igualdad ante la. ley, entre otros derechos 

fundamentales. 

:21. La ler ele pequehe cau¡;ae. http:iíWli<1w.semana.cc,rnioplnlónilerpeque/la.;-causas-enunder-ca1rt1gar-meM5i10940 (i.2 de 

septiembre lle 201 1) 
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mediante. la incorporación de la institución conocida como 'trtbunales de pequeñas 

causas o de delitos menores", a nuestro sistema judicial. 

Los Tribunales de pequei\as causas penales o de delitos menores tienen por objeto 

resolver aquellos problemas que por su naturaleza o cuantía no alcanzan a llegar a 

y por lo mismo, provocanclo un daño at cuerpo social. 

En la actualidad, muchos ciudadanos se ven enfrentados a la rigidez. complejidad y 

lentitud en el conocimiento de asuntos de menor y mínima cuantía penal, problemas 

que son de gran inwrntancia para ia diaria convivencia social. 

En la práctica en los países ele Latinoamérica, estos conflictos o no se resuelven o son 

abordados de forma inadecuada, lo cual afecta con mayor intensidad a los sectores 

más desprotegidos de. nuestra. sacie.dad, generando malestar y sentimiento de 

de.smnñanza e.n las \nstituc!one.s ~- lnseguridad e.n ta población oo genera!. 

En Guatemala, ni los juzgados de paz penal, ni los juzgados de primera instancia 

penal se encuentran en condiciones de tramitar adecuadamente estas causas, ya sea 

por falta de procedimientos idóneos o por su sobre.car,;ra de trabajo. 
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Frente a esta realidad, hay cierta concordancia de la urgente necesidad de establece>~~:~~y.1 

un nuevo sistema de tribunales de pequeñas causas p~m,tes o de dettos menores, 

que permita d~r un a SQlución oportuna, eficaz. y justa, a ta creciente nie.cesid~d de 

justicia a nivel local. A partir de estos datos, se justifica la importancia de estudiar una 

propuesta para la creación de esos tribmmtes. 

Sí verificamos en et conglomerado social sobre las causas de conflictividad vecinal 

más extendidas en los sectores populares, mls encontnunos con que se refieren, 

funda.mentalmente a:" 

a.- E.gafas ~n ta compra de productos o contrat~r SQr'.Jicios de (nfim~ cuantía 

económica_ 

b.- Robos ·y hurtos de ínfima cuantla económica. 

c.- Lesiones corporales que no revisten mayor gravedad_ 

<t.- Negadón ,je asistencia ~conómica de menor cuantía económica. 

e_- Daños a la propiedad de menor cuantía económica. 

f.- Ocupante.s de casas que no quieren irse (usurpación). 

~~ Disposición d~ un bien propio gra\Jado con prenda." 22 

22. Preslaencla de la repllbllca de c olombla. !1ttp:i.llA.-.mi.r.pre61aencIagov.co1pr!nsa_newtane.i2007!agosto/1.«i082007.htm (1:.: de 

septiembre de 2011) 
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Es decir, 

conflictos, son que en el sistema iudicial, no eiüste una forma etlca2 de resolverlos, 

por la inexistencia de medios que faciltten su resolución. 

En el derecho comparndo, los tribunales de pequeñas causas penales o delitos 

menores han servido, como un mecanismo etlca2 que tiende a eliminar la lentitud, la 

burocracia y el :alto costo económico, además de contribuir a re.stablecer una 

convivencia pacífica y a supernr los problemas de legalidad fon-oal. 

Por otra parte, cabe dest.J,_car o,ue uno de los grn.ndes inconvenientes que presenta la 

existencia -:.te confüctos de poca cuantía económica, que no encuentran una respuesta 

ade.cuada, es que estos casos rnuchas ·\/eces están ligados dlrnctamente con el 

escaso acceso a ta justlcia, por parte de la sociedad en general. 

Dicho de otra forma, el hecho de que no haya vías ad.,cuadas para enfrentar estos 

asuntos, repercute- directamente, en que los sectores más vulnerables de nuestra 

sociedad, no tienen en la práctica, acceso al bien público de la justicia_ Así lo perciben 

los propios afectados que en porcentajes bastante altos, recun-en a los t1ibunales por 

estos cont\ictos, \larticularmente cuando se trata de asuntos de ínfima cuantía_ 

En definttiva, la creación de los tribunales de pequeñas causas penales o de delitos 

menores, debie-ra pasar por una aprobación por parte del Organismo Legislativo para 

dotar a estos tribunales, de competencia aplicando procedimientos y estructuras 

81 



una instancia legal para una verdadera solución aJiernativa de estas controversias. 

4.2 Clasificación de delitos de criminalidad menor 

Con la creación de los tlibunales de pequeñas causas o delnos menores ciertas 

conduelas consideradas como delitos mayores en el Código Penal pasarían a ser 

considerados como delitos menores, lo cuaJ implicarían un tratamiento punitivo 

especial, cambios en los órg3nos jurisdicc-ionale-s y en J;is autoridades competentes de 

adminisl:ración de justicia )i la adopción de un procedimiento ornJ y rápido. 

Con su expecHción, ia ciw1adania pocJrá acceder en todo eJ territorio nacional a las 

autoridades para denunciar y tramitar, entre otras conductas, Jas peQtJeñas lesiones 

personaies, los dafios de nrnnor cuantía económica, robos v hurtos también de inñma 

cuantía, asi como estafas rnenores, a través de un procedirniento expedito respecto 

del que hoy establece la ley, así corno la recuperación y devolución de los bienes 

hm1ados a sus propjetarios, poseedores o legítimos tenedores. Ya QUe actualmente en 

muchos casos la evidencia del delito se queda en los Almacenes ,ludiciales, porque no 

existen mecanismos legales que hagan eficiente y rápida su devolución. 

Por otro lado cuando estos comportamientos revistan mayor gravedad se mantiene su 

connotación de delito, como el hw1o con violencia sobre las personas, el hurto de 

automotores, de sus auto partes y de celulares, entre otros, y por lo tanto, la e.xigencia 
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de un proceso penal al amparo del sistema acusatorio previsto nuestra ley procesal 

penal. 

Ya vista las ventajas de la aplicación de los tribunales de pequeñas causas en materia 

penal procederé. a proporcionar una clasificación de algunos delitos que deberian 

conocer los tribunales arriba citados: 

1. Disparo de Arma de fuego. Si no se causaren lesiones. Artículo 142 del Código 

Penal. 

2. Lesiones Leves, si la enfermedad o tncapac!dad para trabaJar no exceda de treinta 

(30) días. Artículo 148 <!e.l Código Penal. 

3. Lesiones Culposas, cuando no sea cometido por piloto de transporte colectivo. 

/\.1ticu!o ·\ 50 de! Código Penal. 

4. Allanamiento. Sin agravación especifica. Altículo 206 del Código Penal. 

5. Sustracción propia. A1tículo 209 del Có,jigo Penal. 

6. Sustracción Impropia. Artículo 210 del Código Penal. 

7. Inducción al abandono del hogar. Artículo 212 del Cót!igo Penal. 

8. Coacción, si esta se cometiera contra pe.rnona que na fuera funcionario íudkial. 

Artículo 214 del Código Penal. 

9. Amenazas, si esta se cometiera contra persona que no fuera funcionario iudicial. 

Articulo 215 del Código Penal. 

·IQ. Coacción contra la libertad política. Artículo 2·16 del Código Penal. 
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11. Violación de correspondencia y papeles privados, sustracción, desvío o supresión ª'snu~ 

de. correspondencia, inte.rce.pción o reprnduec.ión ele comm1ic.acíones (los anteriores 

delitos con agravación específica)_ Artículos 217,218,219 del Código Pena! 

i 2_ Revelación de secreto profesionaL Articulo 223 del Código Pena'-

13_ Turbación de ados de culto. Articulo 224 del Código PenaL 

14_ Profanación de sepulturas_ Artículo 225 del Código PenaL 

15_ Inseminación forzosa. A,ticulo 225 "A" del Código PenaL 

16_!nseminación fraudulenta_ Artículo 225 "B" del Código PenaL 

17 _ &penmentación _ Articulo 225 "C" del CódiQo PenaL 

18_ Mat,imonio ilegaL Artículo 226 del Código PenaL 

-¡g_ Ocultación de impedimento. Attículo 227 del Código PenaL 

20_ Simulación_ Articulo 228 del Código Penal 

21 _ Suposición de parto_ Artículo 218 del Código Penal. 

22- Usurpación del estado cr.¡ii_ Artículo 24-1 del Código Penal_ 

23_ Negación de. Asistencia Económica_ Artículo 242 del Código PenaL 

24_ Incumplimiento de Deberes de Asistencia_ Artículo 244 del Código PenaL 

25_ Robo de uso. Cuando no mediare violencia_ Artículo 251 del Código PenaL 

26 Robo de fluidos_ Articulo 254 del Código PenaL 

27 _ Robo impropio_ Articulo 255 del Código PenaL 

28_ Usurpación_ Altículo 256 del Código PenaL 

29_ Alteración de linderos_ Cuando se efectuare con ~iolencia_ Articulo 258 del Código 

PenaL 

30_ Perturbación de la Posesión_ Artículo 259 del Cócligo PenaL 
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31. Estafa propia. Artículo 263 del Código Penal. 

32. Estafa mecU:imte destmcción de cosa propia. AJtícuJo 265 deJ Código Penal. 

33. Estafa mediante lesión. Articulo 266 de-J Código Penal. 

34. Estafa en la entrega de bienes. Artículo 267 del Cód;go Penal. 

35. Estafa mediante informaciones contables. Artículo 271 de) Código Penal. 

36. Apropiación y retención indebidas. Artkulo 272 del Código Penal. 

37. Apropiación irreguJ~r. Articulo 273 del Código Penal. 

38. Usura. Artícufo 276 del Código Penal. 

39. Negociaciones usurarias. Artículo 277 del Códjgo Penal. 

40. Daiío. Articulo 278 del Códjgo Penal. 

4 J. Atentado contra otros medios de transpo,1e. MícuJo 292 deJ Código Penal. 

42. Desastres culposos. Artículo 293 del Código Penal. 

43. Atentado contra Ja segwid~d de servicios de uUJidad púbHca. Artícvlo 294 deJ 

Código Penal. 

44. tnten-upción o entorpecimiento de comtmicactones. A1ticuto 295 del Códtgo Penal. 

45. Abandono de servido de transporte. Artkulo 298 det Código Penal. 

-46. Elaboración peligrosa de. sustancias al\m~nUcias o ten\p~utic.as. Aitícuto 303 del 

Código Penal. 

47. Contravención de medidas sanitatias. Articulo 105 det Código Penal. 

48. tnhumadones y eKl-,umaciones ilegales.. Attkulo :H 1 del Código Penal. 

49. Usurpación de funciones. Artkulo 355 del Códi~ia Penal. 

~o. Uso Uegíttmo cte documento e identtctacl. Art.ku{o 338 del Có<.1tgo Penai. 

51. lnstigación a delinQutr. Articu\o 3.94 del Código Penal. 

85 



52. Apología del delito. Attículo 395 del Código Penal. 

53. Entrega indebida de arma. A1ticulo 4D7 del Código Penal. 

54. Atentado Articulo 408 del Código Penal. 

55. Resistencia. Articulo 4D9 del Código Penal. 

56. Desorden público. Atticulo 415 del Código Penal. 

57. Ultraje a símbolos nacionales. Articulo 4 ·J 6 Miculo del Código Penal. 

58. Abuso de autoridad. Atticulo 41 B del Código Penal. 

59. Incumplimiento de deberes Atticulo 419 del Código Penal. 

60. Desobediencia. Articulo 420 del Código Penal. 

61. Denegación de auxilio. Articulo 421 del Código Penal. 

62. Resoluciones violatolias a la Constitución. Articulo 423 del Código Penal. 

·1c· ·· · 1 A•r 1;.·,1d1c·"· P 1 º-· leienc,on 1rregu ar. 1.1cu o .!. . e . . -owgo. ena .. 

64. Abuso contra particulares. Atticulo 425 del Código Penal. 

65. Abandono colectivo de funcjones, cargos o empJeos. A11iculo 43D del Código 

Penal. 

66. Usurpación de attibucion«s. Artículos 413 d"I Código Penal. 

67. Allanamiento ile.gal. Attículo 436 del Cócligo Penal. 

68. El consumo iiícito de bebidas alcohólicas o fermentadas. Altkulo 438 bis. del 

Código Penal. 

69. Exacciones il"gale.s. Attkulo 451 del Cócl\go Penal. 

70. Cobro indebido. Artículo 452 de.! Código Penal. 

71. De !os delitos contra la acti~iclact juclicial, a excepción del delito de Auto imputación. 

A1tículos del 451 al 458 del Código Penal. 
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72. Del delito de perjwio y falso testimonio. 

72.. De la prevaricación, a ei<cepción del deldo de Doble representación Atticulos 462 

a! 467 del Código Pena l. 

74. De la denegación y retardo de justicia. Artículos 468 y 469 del Código Penal. 

75. Del encub1imiento. A1tículos 474 ') 475 del Código Penal. 

4.3 Diferencias entre los juzgados de paz 1;enal y los juzgados de 11ec¡uei'ias 

causas: 

Según regulado en la le',' Procesal Penal en el Artículo 44, los jueces de paz penal 

tienen competencia en matetia penal: 

a) Juzgaran las faltas, los delitos contra la seguridad del tránsito v a(luellos cuya 

penal ¡lrincípal sea de multa cor.ioIT!le al procedimiento específico del juicio de 

faltas que establece e! Código Procesai Penal. 

b) Tenclrán a su cargo el control jurisdiccional de la investigación efectuada por el 

Ministerio Público en la fon11a que et Código Procesal Penal establece, rnspecto de 

los delttos penados con prisión que. no eKceda de. los cinco años, can excepción 

de los delitos contemplaclos en la ley contra la narcoactividad. Instruirán 

personalmente las diligencias que específicamente le este señaladas. Están 

encargados de la tramitación y solución del procedimiento inteIT11edio y del 

abreviado. Conocen además del procedimiento de liquidación de costas, en los 

procesos de su competencia. 
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Instancia o, bien se encontrare cen-ado por cuestiones de horario o, por cualquier 

otra causa en los casos de, clelttos sancionados con penas mayores de cinco años 

de prisión, 

d) Practican las diligencias urgentes y oirán a los detenidos dentro del plazo que 

manda la Constitución Política de la República, 

e) Pueclen autor\zar las acti\/idades de inve,stig,1ción cte la Policía Nacional Ci\/il v los 

fiscales del Ministerio Publico cuando estos lo soliciten, emitiendo si procediere las 

autorizaciones parn las diligencias y medidas de coerción o caute.lares que 

procedan conforme a la ley, Resuelven inmediatamente •¡ de manera las 

solicttudes que se le fonnulan, 

Para los efectos anteriores, los jueces de. paz podrán es.lar pre.se.nt.e.s e.n la práctica de 

estas dfügencias, si así !o solicita el Ministerio Público y a petición de este, dicta las 

re.soluc\one-s que seglln ras circunstancias procesan para 9<1,rantiz.ar los fines del 

proceso penal. 

Durante la etapa preparatoria, en los casos que procesa, los 1iscales fundamentaran 

verbalmente ante el juez de paz el pedido de autofización explicándole los indicios en 

que se basa, Si el juez de paz lo solicitare el Ministerio Público mostrará el rngistro de 

las actuaciones de investig-ación. 

Cuando la cUligencia hayan sido solicttadas por la Pol!cía Nacional Civil, por no existir 

1iscalia en el lugar, esta deberá informar de ello al Ministetio Público en un plazo 

máximo de veinte y cuatro horas, Puesto el sindicado a disposición del juez, este 

deberá informarlo igualmente al Ministetio Público en el mismo plazo, 
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ley_ 

g) Practicaran las diligencias para las cua!es fueren comisionados por los jueces de 

primera instancia, siempre que estos no tuvieren su sede en la misma 

circunscl"lpción municipal_ 

11) Realizan tos actos relativos a ta conciliación, en tos casos 'J forma previstos en el 

Código procesal Penal y resuelven sobre las solic~udes de aprobación de los 

acuerdos alcanz:ados a trnvé.s de. la rne.diadón. 

i) Únicamente resue.1\/en sobre la prisión prev,enti'lí2, la libertad de los procesados y, 

las medidas sustitutivas, en los procesos sometidos a su competen eta conforme lo 

establece el Código Procesal Pen. !. 

ü L•Js Jue.ce:s de Paz. Pe.na! ejercerán ei control juiisdtccional de !os actos ele 

inveshgación que realiza ,el M\nisterio Público en los procesos sometidos -a su 

com11etencia. 

En tos municipios del país, donde no exista de.legación del Ministerio Público el 

ejercicio de la acción penal se continúa desarrollando por la fiscalía distrilal que 

corresponda_ Poste.rtarmente et juez de paz contrato, de la investigación debe trasladar 

el expediente al juez de paz de sentencia para la resolución y tramitación de. la fase 

del juicio en el proceso. 

Finalmente de conformidad con el Articulo 44 Bis, los jueces de paz de sentencia 

penal, conocerán en fom,a unipersonal ele! juicio oral Y, en su caso pronunciaran la 
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sentencia respectiva en todos los procesos cuya pena de prisión no exceda ele cinco ·•., , . ;;/ 

años. Para el ejercicio de sus funciones, estos jueces eje.rcerán su función 

jurisdiccional con las mismas facultades que corresponde a los tribunales de 

sentencia. 

Es importante señalar que lo establecido en el articulo 44 y 44 !lis del actual Código 

Procesal Penal, y a lo que se hace referencia con anterioridad en los literales de la a) a 

la j) mencionados anteriormente, es el resultado de ias "reformas a dicho cuerpo legal, 

según Decreto 5·l-2002 de! Congreso cte la república." -n 

Sin embargo dichas reformas actua\rnente no se. aplican va que el Artkulo 1. 9 de! 

decreto en m~nción lit,;,ralmente dice: ''vige.ncra y aplicabHiclad. El presente decreto 

entrará en vigencia se.is meses después de su publicación en el -diario oficial, 'l será 

aplicable únicamente a los ¡uzgados que. reúnan las siguientes condiciones: 

a.- Que se cuente con un juez abogado; y, 

b.- Que. se de.termine, a traiiés. de dictamen emtt.t<io por la Corte. Suprema de Justtcia, 

que en dicho juzgado o tribunal existe et personal capacitado, y que el lnstttuto de ta 

Defensa Pública Penal y e.t Ministerio Público cuenten con personal parn ejercitar sus 

respectivas funciones. 

23.Congreso De La Repilt:illr.i! De Guaterm11a.www.uJ.gob_gt1ee/Le¡1eslmportanteoiCúdlgoPrvcesalPenal.hfm. lD5 dE octutm: 2011) 
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la Coite Suprema de Justicia queda obligada a acordar el establecer la competencia'~~ 

de los juzgados de paz referida en este decreto, en forma progresiva, en los 

departamentos, municipios o regiones que cumplan con las condiciones contenidas en 

esta normativa, debiendo dictar los acuerdos respectivos, 

Al hacer un anáiisis rea! y profUndo de la competencia actual de los juzgados de paz 

en nuestro país, nos darnos cuenta que a la fecha estas reformas son inoperantes 

porque a pesar de que fueron cre:adas con un determ.inado iin, que es ampllar l:J 

competencia de los juzgados de paz; estas a la fecha no se aplican, debido a que 

actuatmente ta C•:nte Suprema de Justicia. no tia emitldo ningún acuerdo para que esto 

se.a posible., y porque no se cuentan con los re.cursos económicos, humanos v de 

\nfrnestructurn_ Ya que ni el Instituto de la Oefe.nsa Públtc,1, Penal, n_¡ e.l Ministerio 

Público, ni aún el Organismo Judicial, cuenta con las condiciones apropiadas rü el 

personal capacitado, para que esto sea una realidad, 

Dicho en otras palabras en mucllos municipios que conforman los depa1tamentos del 

país, existen jueces de. paz que aún no ostentan el titulo de. abogado, asi mismo a la 

fecha no existen juzgados de sentencia de paz penal, como lo regula el Decreto 51-

2002 y si bien es cie.rto actualmente. ya existen fiscalías municipales del Ministerio 

Púbiico en algunos municipios, en la mayoría de estos, no las hay, ni tampoco oficinas 

del lnstttuto de la defensa pública penal, Y sigue siendo el juez de paz en muchos 

municipios del interior de nuestro país, el encargado de. al~ilmos diligencias judiciales 

que son propias del Ministerio Púbko, como por ejemplo podemos. ctt.ar dos casos que 
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son de los mas comunes, como lo es: el Allanamiento en dependencia cerrada y e~ª~ 

tevantarniento de Cadá\Jeres, al tenor de lo establecido en los Articulas 191J y 195 del 

Código Procesal Penal. Asi mismo el iuez de paz actualmente no puede resolver 

sobre la prisión o libertad de los delitos sancionados con pena de ptisión. 

Lo que signffica que no es esa la solución, para descongestionar e.t sistema de justtda 

pem~I en Guatemala, porque con la :ampliación de la c,::,mpe.terv::\a de tos jueces de paz 

penal y la creación juzgados de sentenc\a de paz pB:nal, como se pre.tendió en su 

oportunidad con el Decreto 51-2002 del Congreso de la República, en cierto tiempo no 

muy lejano, tendríamos e! probtema de que d\cl1os órganos jurisdicctona!es, estarían 

con una carga. excesiva de traba}o, como lo est~n actuatmente tos juzgados de. primera. 

instancia penal. 

Por lo que. es oportuno me.nc¡onar que tal y como en otras tegislacione.s de Amé.lica 

Latin:a, ta solución a este grnve problema que jurklicame.nte nos aqueja, sería la 

cm.ación de juzgactos espe.cta!tzactos, para que conozcan de esas pequeñas causas 

penales o detttos menores, y de!ar tal 'J como está actualmente !a competencia de tos 

juzgados de paz penal en nuestro sistema legal, sin que se apliquen las reformas 

establecidas en el Decreto 51-2002 de.! Conqreso de la república. 
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lo anterior lo hago ver ya que los tribunales ele pequeñas causas penales o delitos 

menores, en Guatemala tendrian las siguioote.s atlibuctones y de alll sus d\íerendas 

con los juzgados de paz: 

a Tendrían a su cargo el control jurisdiccional de la investigación efectuada por el 

Ministerio Público en la fonna que el Código Procesal Penal estable.ce, respecto de 

los. delitos penados con prisión que. no exceda de los cinco años, con excepción 

de los delitos contemplados en la ley contra la narcoactiviclad. Conocerí,m y serían 

los encargados de !a tramitación v solución de\ prncec\\mi.e.nto intermedio y del 

abrevlado. Adernás del procedimiento de liquidación de. costas, e.n los procesos 

de su competencia_ 

b. Resol¼'erian sobre la püs¡ón preventiv:a, ia Ub~rtad de los procesados v, !as 

medidas sustitutivas, en los procesos sometidos a su competencia conforme lo 

establece el Código Procesa! Penal. Es d<>cir los delitos cuya pena de prisión no 

supe.re lo-s cinco años_ 

c. ConocHí,m sobrn la aplicación de.! CritHio de Oportunidad en los delitos cuya pena 

de p1isión estuviera con\pn?.ndida, de más de tres años hasta cinco años, ya que si 

la pena ele prisión es menor de los tres años es el juez de paz quien tiene 

competencia actualmente. 

d. Posteriorrnente el juez contralor de. la investigación debe traslaciar el expediente al 

tribun;il de sentencia penal correspondiente para la resolución y tramitación de la 

fase del juicio en el proceso. 
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e. Ei tribunai de sentencia penal, para conocer de las pequeñas causas o 

menores sería el mismo, que actualmente conoce de iodos los juicios. 

Es impmiante señalar que con la presente investigación y Ja propuesta señalada, en 

ningún nwmento se está afectando, ni existiría ningún conflicto respecto a la 

competencia actual de los juzgados de paz penal, ni de los tübunaJes de sentencia 

penal. 

4.4. Sobre las ¡,emas y medidas de segundad a aplicar por los tribunales de 

pequeñas causas y su ambito de aplicación 

Er. la actualidad se ha aceptado que tanto las penas corno las medidas de seguridad 

son las consecuenc.\as juridicas de! de.!tt:o. "la pena es una acción típica, antijurídica, 

culpable y punible, impuesta tras un debido proceso por los órganos jurisdiccionales. 

La pena impo1ta infligir dotar y usualmente. consiste. en la privación de un derecho 

fundamental. " 2, 

El delito es el presupuesto necesarto para la existencia de la pena. Tanto en d.eltto 

como la imposición de la pena tienen como relación al sujeto activo del delito, por to 

que es indispensable tratar las clases de penas a aplicar en el presente trabajo de 

investigación de tesis. 

24. Rodrfguez Barlllas, .AJe[.andro. Manual de derecho penal guatemalteco. Pag. 515 
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En relación a lo anterior también es de importancia capital, tratar el tema de las ··. ·· 

me<itdas de segmidad, ya que ta función cieJ estado no es solo represión o castigo y 

pmvendón ~ino t~mb,én, de.be. te.ner una función que va hacia ta condición ,especial 

de una persona que contenga a probabilidad de cometer delitos. Esto quiere decir 

"que las medidas de seguridad pueden ser impuestas cuando el juez haya 

comprobado la realización de. un iniusto pe.nat, en donde el autor no S€3 imput~ble y 

revele peligrosidad criminal .. " 25 

El significado fündam~ntal de tas medktas de seguridad radica en la. prnv~nc,ón d~I 

delito y pueden aplicarse s,muttáneamente con la pena, a bien independientemente 

de ella tal como lo establece. et Código Penal. 

En nuestro pais \a legislación penat estabtece que tas medidas de se.guridad solo 

podrán decretarse por los t,ibLtnales de justicia en sentencia condenatoña o 

absolutorta, por delito o falta. De lo antetior se establece que solo pueden aplicarse 

medidas de seguridad pos delictuales, ya que como llresupuesto necesario deben de 

dictarse en sentencia, tógicam~nte después de un debido proceso, lo que significa que 

previamente se detle de i1aber cometido un delito o falta. Par to anterior en el caso de 

las medidas de seguridad no se cumple con la tarea ¡lreventiva, ya o,ue hay que 

esperar que la persona infrinja la ley penal para aplicar una medida. 
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En cuanto a las penas a aplicar por los tribunales de pequeñas causas serian como 

propuestas las siguientes: 

A- Pena de prisión hasta cinco (5) años. 

B- Ef trabajo social no remunerado en fines de semana y días fe,süvos hasta por un 

año. 

C- La multa hasta por cincuenta (50) salarios mínimos. 

En relación a la pena <ie prisión esta se apltcar,an se.gún la gravedad y la c\asmcación 

ya proporcionada en el pre.sente. traba~ de ,nvestigadón. Y se. tratatfa de castigar 

delitos que lesionan en mayor grado el patrimonio económico 1i la int~gridad p~rsonal 

de las victimas e.n esta ley, con lo cual se apltcaria el prtncipio <.te proporcionalidad y, 

además de provoear el descongestionamie.nto de\ sistema Judicial, t¿Sperando que 

est-0 rndunde en la rn.ducción d~ las tasas de hadn~_mte.nto de los prtvad(}S de libertad 

en !as cárceles del pais. 

Para la apiicactón ele literal b ant~nor, afort:un~damente en el Atticulo 25 Bls del 

Código Procesal Penal, establece que ta persona puede retribuir ~l daño social, 

mediante. la prestación de servido social a la comun~ad en li actMctad que. e.t tr,bunal 

señale, en ptartodos oo ctí~z a qu,nce horas semanales, durante el lapso <le un año. 

En la Que deberá observar, además, las no,mas de. conducta y abstenciones QUe e! 

tribunal s~ñale. 
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Es decir, los tlibunales de pequeñas causas consagrarían como pena alternatWa el 

trabaJo social no remunerado considerando la cat-e.goría de pequeña causa de. la 

contravención, en el entendido que. su aplicación contribuirá a disnümiir los indices de 

criminalidad y promoverá la rehabilitación del contraventor, haciendo posible una 

mayor auto comprensión del gracia de. lesi,idad de su comportamiento, en rnlación con 

las victimas y la necesidad de restablecimiento de los derechos de aquellas. 

En cuanto al tr~bajo s1Jc!a!, podda lle.\Jarse a cabo en instituciones públicas o privadas 

que. cumplan una fllndón sociaL corno por eJe.mpto en bornheros, escuelas, centro de 

salud, etc. 

"Sin e.mb.arg-o es posible tarnbié.n que. el juez que conozca de peque.ñas causas 

penales, pueda resolver estos conflictos aplicando los usos y costumbres de las 

distintas comunidades, los principios generales de derecho o equidad siempre que no 

se violen las garanUas constttuc.lon:a!es nl trnt:ados intemadonate.s en mate.ria de 

derechos humanos. Esto dada la gravedad del deltto y que ei<ista un acuerdo entre las 

pa1tes_ Corno por eiemplo en un delito de lesiones leves, sucedido en una comunidad 

indígena del interior del país, en que el imputado labore la tierra del agraviado por un 

mes sin goce de salario, porque el agraviado no va estar 11osibilitado para hacerlo." ,e 

26.Larlcrs Ochalta:, Callos Esteban. Rol de !mi operailoroo de tustlcta. Pag 29 
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Aquí el juez no debe rechazar el acuerdo con base en que no está prevista esa fonna c-,,.,,ª"'•la, c. ►/ 

de sanción en la ley, sino mirar si ello fuera contrario o no a la Constitución, o se viola 

un derecho humano o se quebranta un principio general de derecho o es inequitativo_ 

La ejecución de-1 trabajo social tiene las siguientes condicione-s plincipales: 

a- Su duración diaria no podrá exceder de ocho horas_ 

b- Su prestación no será remunerada_ 

c- Se podrá prestar a entidades públicas o a asociaciones o fundaciones de interés 

social. 

d- Podrá implicar la participación en campañas a favor de los derechos die las víctimas_ 

e- Se p.reservar3 en su ~~ecución la dignidad del contraventor. 

Se pone de manifiesto, que en la punición o sanción de pequeñas causas, puede 

contarse con el aporte no solo de tnstituciones públicas slno tambiécn de carácter 

privado, en virtud de la función social de la sanción; tal seria el caso de proporcionar 

trabajo en instituciones para ancianos de carácter privado_ 

En cuanto a la re.incide.nci-a y ttabitualidad regulada en ~l Código Penal, tos tlibuna.les 

de pequeñas causas penales, se establecería la pena de prisión de uno a seis años 

para quien reitere la comisión, dentro de los cinco años siguientes de cumplida la 

conde-na En estos casos, no procede-ria rebaja en la pena por aceptación de la 

acusación, ni se conceden los beneficios de suspensión condicional de la pena ni la 

libertad condicionaL 
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Esta regulación obedece a la frecuencia de las pequeñas causas y por lo tanto se 

re.quieren mecanismos de. política criminal que impidan la retter:a.ción de tale-s 

compmtamientos, a pesar de ser delitos menores. 

Para los efectos de. encontrar fo1mulas y lograr una verdade.ra re.inserción sodat se 

contempla la aplicación en casos esp~.cí1icos. de penas (l<é prisión de 1in ct~. semana 

por el incumplimiento de las penas principales de trabajo social no remunerado y 

multa. La ejecución del arresto de. fin de sen1fma Uene las siguientes condiciones 

principales: 

- Se lle\Jaria a cabo durante los dfas >Jiernes, sábados, dorningos o días festivos en ei 

establecimiento carcelario del domicilio del penado. 

- Cada día de. lncum.pl\mlento, en caso de trabajo sociat no remune.rado, equf>ra\dría a 

24 horas de arresto de 1in de semana. 

Las causas de esta medida estriba en el incumplimiento por ¡,arte del contraventor en 

la aplicación de la sanción impuesta en el marco de esta ley v la necesidad de hacerla 

eficaz. 

También es.tarta regulado e.n qué casos se ordenaría la internación del sindicado 

decrehmdose en la pfime.rn audiencia del procedimiento, 1J procedería cuando el 

contraventor registre condena anterior por delito, o sea reincidente o habitual. 
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Como se trata de pequeñas causas de gran interés para la sociedad, con el propósito ".!'.::.:~~/ 

de asegurar los fmes de justicia que persigue esta normativa, se otorga a las vícfünas 

la posibilidad de constituirse como querellante adnesi\/o y operaria las mismas reglas 

para otorgar medidas sustitutivas reguladas en el Código Procesal Penal, es decir, las 

reglas del peligro d" fuga y de obstaculización de la averiguación de la verdad para 

garantizar l3s exigencias propias de un debido proceso. 

Para el caso de las responsabilic\ades civiles los tribunales de pequeñas causas, el 

proceso, además d€. i1romo,1e.r la verdad y la justicia, debe impulsar la reparación de 

los daños, rnediante tos actos de restitución, lndemniz.adón, rehabtfüadón, satisfacción 

y no repeUción_ Son obligados a reparar tas daños causados el penado y cómplices, en 

forma solidarla, 'J por los. que, conforme. a la le.y ci\iil están obligados a responder. El 

deber de reparación puede ser re.clarnada por ta \JÍclima o sus s.uces.ore.s. 

En cuanto al destino de los bienes. incautados durante la ocurrencia de los delitos 

investigados pueden ser rec.\amados por quien demuestre su propiedad, posesión o 

tenencia le.gítima ante el juez. Las anteriores personas tendrían un ¡;lazo razonable, a 

partir de la incautación de sus bienes, para realqar la re.spectNa reclamación. Pasado 

este tétrnino, pasaría a poder del Organismo Judicial. 

Las victimas de los delitos tendrán la posibilidad de recupernr sus bienes y en el 

evento en que e.no no fuera posible se establecerían mecanismos que permitan un 

manejo idóneo de los mismos. 



CONCLUSIONES 

1. En Guatemala, no existen tribunales de pequeñas causas o especializados que 

conozcan y resuelvan los delitos menores, y no existe una ley para el 

tratamiento de criminalidad menor, lo que genera impunidad, descrédito en la 

administración de justicia y congestiona el sistema de justicia penal. 

2. Actualmente en el país, los juzgados de primera instancia penal, narcoactividad 

y delitos contra el ambiente, son los que resuelven todos los procesos por 

delitos sancionados con pena de prisión no importando su gravedad, es decir 

delitos menores y de grave impacto social. Lo que favorece y retrasa la solución 

de los conflictos penales. 

3. Existe en la sociedad la idea generalizada que no se aplica la justicia y que hay 

impunidad, porque el grado de condenas es mínimo en comparación con las 

denuncias y querellas que existen en los tribunales penales. Y la mayoría de 

esas causas son delitos menores, que no son tratados adecuadamente, porque 

no existen tribunales específicos para el tratamiento de la criminalidad menor. 

4. No existe capacitación de los operadores de justicia en el Organismo Judicial, 

sobre jurisdicción y aplicación de una ley específica de pequeñas causas 

penales o delitos menores. Lo que genera a las partes un proceso lento, 
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